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NOTA TÉCNICA PFDC n.º 1/2025

Asunto:  Institución  de  un  marco  normativo 

vinculante nacional sobre derechos humanos y 

empresas (Proyecto de Ley n.º 572/2022 de la 

Cámara de los Diputados).

1. Importancia y urgencia de un marco normativo vinculante y nacional sobre 

derechos humanos y empresas

La relación entre las actividades empresariales y los derechos humanos 

viene siendo objeto de intensos debates en los escenarios internacional y nacional, 

especialmente,  a  la  vista  de  los  impactos  adversos  que  los  emprendimientos 

económicos  pueden causar  a  individuos,  a  comunidades  y  al  medio  ambiente.  La 

globalización  y  la  expansión  de  las  cadenas  productivas  aumentaron 

significativamente la influencia de las empresas en la sociedad, lo que hace todavía 

más  evidente  la  necesidad  de  unas  normas  que  impongan  límites  y  obligaciones 

concretas  para  prevenir  y  solventar  abusos  corporativos.  No  obstante,  lo  que los 

intentos  de  regulación  en  este  campo  han  considerado  en  gran  medida  son 

mecanismos voluntarios, los cuales se han mostrado absolutamente insuficientes para 

cohibir  violaciones  sistemáticas  y  garantizar  la  debida  responsabilización  de  las 

empresas.

Dentro de este contexto, la adopción de un marco normativo vinculante 

sobre derechos humanos y empresas en Brasil es apremiante, especialmente ante la 

creciente responsabilización internacional a los Estados por omisiones en la protección 

de los derechos fundamentales. El actual vacío regulador provoca que  las  empresas 

actúen sin  unas  directrices  claras,  lo  que  se  traduce  en  casos  de  vulneración de 

derechos laborales, en impactos socioambientales negativos y en la violación de los 

derechos de comunidades vulnerables, entre otras conculcaciones de la Ley.
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Asimismo, la ausencia de una estructura normativa robusta sitúa a Brasil 

en una posición de fragilidad ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 

lo que expone al país al riesgo de condenas por fallos en la fiscalización, prevención y 

reparación de violaciones de derechos humanos por parte de empresas.

Por  consiguiente,  para  que  Brasil  se  adecúe a las  mejores  prácticas 

internacionales y fortalezca la promoción y la protección de los derechos humanos, es 

esencial la implementación de normas obligatorias que les impongan a las empresas 

deberes concretos de diligencia y garanticen mecanismos eficaces de monitoreo y 

responsabilización, tal y como se expone a continuación.

1.1. Agendas  global  y  nacional  de  derechos  humanos  y  empresas  y  la 

insuficiencia de los mecanismos de naturaleza voluntaria

La necesidad de un marco normativo vinculante para regular la relación 

entre las empresas y los derechos humanos tiene unas raíces históricas profundas y 

refleja  una  trayectoria  de  intentos  y  avances  reguladores  tanto  en  el  ámbito 

internacional  como  en  el  nacional.  Desde  el  discurso  de  Salvador  Allende  en  la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en 1972, cuando 

denunció los abusos cometidos por empresas transnacionales contra su Gobierno y 

alertó  a  la  comunidad  internacional  sobre  la  asimetría  de  poder  entre  las 

corporaciones y los Estados, se puso de manifiesto la influencia del sector privado en 

el  proceso  de  toma  de  decisiones  políticas  y  económicas.  En  dicha  ocasión,  el 

expresidente  de  la  República  de  Chile  expuso  de  qué  forma  las  empresas 

transnacionales  podían  desestabilizar  Gobiernos  democráticamente  elegidos  y 

subvertir políticas públicas enfocadas en el interés social, por medio de sus grandes 

redes  de  influencia  y  poder  económico,  una  realidad  que  se  intensificaría  en  las 

siguientes décadas y que aún se observa a día de hoy.

En los  siguientes  años  al  paradigmático  discurso  de  Allende,  diversas 

iniciativas intentaron establecer estándares para la actuación empresarial y garantizar 

un mayor control sobre las acciones de las corporaciones transnacionales. Entre 1974 

y 1992,  se  entabló  una negociación dentro  de la  ONU para la  elaboración de un 

Código  de  Conducta  para  Empresas  Transnacionales,  que  pretendía  establecer 
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directrices obligatorias para el comportamiento de esas corporaciones en lo relativo a 

los  derechos  humanos.  No  obstante,  las  divergencias  entre  los  países  del  Norte 

Global, quienes defendían una mayor libertad de mercado para las empresas, y los 

países del Sur Global, los cuales reclamaban mecanismos de control más rigurosos, 

impidieron la aprobación del documento. La falta de consenso y la intensa resistencia 

empresarial  resultaron en  que dicho Código no se  implementase,  lo  que puso de 

manifiesto la dificultad de crear regulaciones obligatorias en ese campo.

Al  inicio  de  los  años  2000,  a  la  vista  del  fracaso  de  las  anteriores 

iniciativas y del avance de la globalización, se creó el Pacto Mundial, una iniciativa de 

la ONU enfocada en incentivar a las empresas para que adoptasen voluntariamente 

compromisos  relacionados  con  los  derechos  humanos,  los  derechos  laborales,  la 

protección  ambiental  y  el  combate  contra  la  corrupción.  A  pesar  de  que  haya 

representado un marco para la incorporación de las empresas  a los debates sobre 

sustentabilidad y gobernanza corporativa responsable, el Pacto Mundial carecía —y 

todavía  carece—  de  mecanismos  efectivos  para  la  fiscalización  y  sanción  de  las 

empresas que violen sus principios,  lo  que limitó significativamente su eficacia.  A 

pesar de su naturaleza esencialmente voluntaria, la iniciativa contribuyó a difundir 

conceptos  fundamentales  como  el  de  la  esfera  de  influencia  —que establece  la 

responsabilidad de las empresas no solo en sus operaciones directas, sino también por 

los impactos generados a lo largo de su cadena productiva— y la complicidad de las 

empresas  —que define  la  responsabilidad  de  las  empresas  por  las  violaciones  de 

derechos  humanos  cometidas  por sus socios comerciales, tanto  cuando tienen 

conocimiento como cuando se facilitan dichas prácticas—.

Otra tentativa relevante tuvo lugar en 2003, cuando la Subcomisión de 

Derechos Humanos de la ONU aprobaron las Normas sobre las Responsabilidades de 

las  Empresas Transnacionales  y  otras  Empresas  Comerciales  en  la  Esfera de  los 

Derechos Humanos. Estas normas, basadas en instrumentos jurídicos internacionales 

como la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal  de los Derechos 

Humanos,  pretendían  consolidar  un  marco  normativo  vinculante  que  determinase 

obligaciones  directas  para  las  empresas  referentes  a  la  prevención  de  abusos  y 

garantizase la responsabilización por sus acciones. El documento preveía la creación 

de canales de denuncia y sanciones contra empresas implicadas en violaciones de 
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derechos humanos, incluyendo la obligatoriedad de reparar integralmente los daños 

causados. No obstante, la propuesta se enfrentó a una fuerte resistencia de Gobiernos 

y  sectores  empresariales,  los  cuales  argumentaban  que  la  regulación  sería  un 

obstáculo para el  libre  comercio  y  para las  inversiones internacionales.  El  intenso 

lobby  empresarial  dentro de la  propia ONU impidió que las normas evolucionasen 

hacia un tratado vinculante, por lo que se mantuvo la primacía de los mecanismos 

voluntarios y de autorregulación.

En el actual escenario lo que se observa es un conjunto de instrumentos 

normativos que, aunque no son vinculantes, vienen contribuyendo a la consolidación 

de estándares internacionales y a la progresiva responsabilización de las empresas en 

el  campo  de  los  derechos  humanos.  Las  Líneas  Directrices para  Empresas 

Multinacionales de la OCDE, creadas en 1976 y revisadas a lo largo de los años (1979, 

1984, 1991, 2000, 2011 y 2023), proporcionan recomendaciones voluntarias para una 

conducta  empresarial  responsable,  en  las  que  se  abordan  temas  como  la 

transparencia, los derechos humanos, las relaciones laborales y el medio ambiente. La 

incorporación de los derechos humanos en su versión revisada de 2011 representó un 

avance significativo puesto que se adecúan a los Principios Rectores de la ONU sobre 

las Empresas y los Derechos Humanos. No obstante, a pesar de su importancia en la 

definición de estándares internacionales, su eficacia práctica continúa siendo limitada, 

dado el carácter esencialmente recomendatorio del documento.

En paralelo,  la  Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas 

Multinacionales  y  la  Política  Social  de  la  OIT,  aprobada  en  1977  y  revisada 

posteriormente  en  los  años  2000,  2006  y  2017,  establece  directrices  laborales 

enfocadas  en  las  relaciones  entre  empresas,  Gobiernos  y  trabajadores.  Este 

instrumento se diferencia por el énfasis que pone en la protección de los derechos de 

los trabajadores y por basarse en los principios fundamentales que figuran en los 

convenios internacionales del trabajo. La Declaración proporciona orientaciones sobre 

el  empleo,  la  cualificación  profesional,  las  condiciones  de  trabajo  y  las  relaciones 

laborales,  y  supone  una  importante  referencia  para  la  regulación  de  la  conducta 

empresarial en el ámbito de la OIT. No obstante, al igual que las Líneas Directrices de 

la OCDE, carece de fuerza vinculante, por lo que depende de la adhesión voluntaria de 

las empresas y de la actuación de los Estados para su implementación.
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Los  Principios  Rectores  sobre  las  Empresas  y  los  Derechos  Humanos, 

desarrollados por el profesor John Ruggie y aprobados por el Consejo de Derechos 

Humanos  de  la  ONU  en  2011,  se  convirtieron  en  el  principal  marco  normativo 

internacional  sobre  el  tema.  El  documento  representó  un  consenso  inédito  en  el 

ámbito de las Naciones Unidas y se estructura en tres pilares fundamentales: (i) el 

deber del Estado de proteger los derechos humanos contra violaciones cometidas por 

terceros, incluyendo las empresas; (ii) la responsabilidad de las empresas de respetar 

los  derechos  humanos  en  todas  sus  operaciones  y  cadenas  productivas, 

implementando  mecanismos  de  due  diligence  para  identificar,  prevenir,  mitigar  y 

reparar impactos adversos; y (iii) la necesidad de garantizar el acceso a mecanismos 

de reparación para las víctimas de violaciones empresariales, ya sea por medio de 

instancias judiciales, o de mecanismos extrajudiciales eficaces.

En  Brasil,  hubo  diversas  iniciativas  que  pretendieron  incorporar  estos 

principios  al  ordenamiento  jurídico.  En  2018,  se  publicó  el  Decreto  n.º  9.571, 

mediante  el  que  se  establecieron  las  Directrices  Nacionales  sobre  Empresas  y 

Derechos  Humanos,  basadas  en  la  adhesión  voluntaria  de  las  empresas  y  en  la 

ausencia de mecanismos de responsabilización efectiva.  La ausencia tanto de una 

consulta  pública  como  de  la  participación  popular  en  la  formulación  de  estas 

directrices  ocasionó  las  críticas  de  organizaciones  de  la  sociedad  civil  y  de 

especialistas en el área que señalaron la necesidad de un abordaje más robusto y 

participativo para garantizar la efectividad de los principios adoptados.

En 2023, el Decreto n.º 11.772 revocó las anteriores directrices y dio 

inicio  a  la  construcción  de  una  Política  Nacional  de  Derechos  Humanos  y 

Empresas que pretendía corregir las debilidades del modelo voluntario y establecer 

una  base  más  sólida  para  la  regulación  del  tema.  Esta  nueva  política  intenta 

estructurar  directrices  de  responsabilidad  empresarial  ajustadas  a  estándares 

internacionales, de modo que se garantice la participación de la sociedad civil, de los 

sectores académicos y de especialistas en la formulación de normas y mecanismos de 

control.  El  proceso de construcción de esta política también prevé la adopción de 

instrumentos de monitoreo y de fiscalización, lo que hace que se supere la lógica 

puramente declaratoria que caracterizaba al anterior decreto.

De forma más democrática y participativa, el  Consejo Nacional de los 
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Derechos Humanos (CNDH) elaboró en 2020 la Resolución n.º 5/2020 mediante la 

que se establecieron Directrices para una Política Pública sobre Derechos Humanos y 

Empresas. A diferencia de anteriores iniciativas, este acto normativo se construyó a 

partir de un amplio proceso de consulta y de participación de la sociedad civil, del 

sector  académico  y  de  movimientos sociales, lo  que  garantizó un abordaje más 

inclusivo y plural. La Resolución CNDH n.º 5/2020 adopta el espíritu de los derechos 

humanos y sitúa a las víctimas de violaciones en el centro del debate y hace hincapié 

en  la  necesidad  de  priorizar  la  reparación  integral  de  los  daños  y  la  efectiva 

responsabilización de las empresas. Asimismo, el documento rechaza los abordajes 

que prioricen el lenguaje de los negocios y los mecanismos voluntarios que fallan 

sistemáticamente  en  garantizar  una  efectiva  protección  de  los  derechos 

fundamentales.

Es innegable que los instrumentos normativos de naturaleza voluntaria, 

como los Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y los Derechos Humanos, 

tuvieron un importante papel en la construcción de la agenda global sobre derechos 

humanos  y  empresas  al  establecer  unos  parámetros  mínimos  para  la  conducta 

corporativa  responsable  y  al  introducir  el  concepto  de  due  diligence  en  derechos 

humanos. Su reconocimiento internacional contribuyó a la difusión de la idea de que 

las  empresas  deben  respetar  los  derechos  humanos  en  todas  sus  operaciones  y 

cadenas productivas.

No  obstante,  la  experiencia  práctica  de  las  últimas  décadas  viene 

demostrando  que  esos  instrumentos  son  absolutamente  insuficientes  para  la 

prevención, mitigación y reparación de los daños producidos a causa de violaciones de 

derechos humanos cometidas por empresas. La ausencia de un carácter vinculante y 

de mecanismos efectivos de monitoreo y sanción permite, por ejemplo, que ciertas 

empresas continúen operando con impunidad, inclusive, en los casos en los que son 

responsables  de  graves  transgresiones.  La  falta  de  un  entramado  normativo  que 

obligue a las empresas a adoptar medidas concretas y establezca sanciones por el 

incumplimiento de esos estándares pone de manifiesto las limitaciones del modelo 

voluntario.

Además,  los  mecanismos  voluntarios  fracasan  al  no  garantizar  la 

centralidad  de  las  víctimas  en  el  proceso  de  reparación.  En  muchos  casos,  las 
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comunidades afectadas por los impactos negativos de las actividades empresariales 

afrontan dificultades para acceder a la justicia y lograr compensaciones adecuadas. 

Los mecanismos internos de reclamación de las empresas, si es que estos existen, son 

frecuentemente promovidos como parte de las estrategias de gobernanza corporativa, 

aunque resultan insuficientes para garantizar una reparación efectiva y en la mayoría 

de  los  casos  tan  solo  sirven  para  mitigar  los  riesgos  para  la  reputación de  las 

corporaciones y no encaran las causas estructurales de las violaciones.

Por  lo  tanto,  a  pesar  de  su  histórica  contribución,  los  instrumentos 

voluntarios deben ser vistos como una fase transitoria —y ya sobrepasada— en la 

búsqueda de una regulación más robusta. La consolidación de un marco normativo 

vinculante, tanto a nivel nacional como internacional, es esencial para garantizar una 

efectiva responsabilización de las empresas y la protección de los derechos humanos.

A nivel global, la ONU viene discutiendo desde 2014 la adopción de un 

tratado  internacional  sobre  derechos  humanos  y  empresas,  por  medio  de  la 

Resolución n.º 26/9 del Consejo de Derechos Humanos, el cual estableció un Grupo de 

Trabajo para negociar la elaboración de dicho instrumento. El tratado ya pasó por diez 

sesiones de negociación y actualmente se encuentra en su cuarto borrador. En 2023, 

la Fiscalía Federal de los Derechos de los Ciudadanos (PFDC) publicó la Nota Técnica 

n.º 5/2023,  en  la  que  proporciona  indicaciones  al  Estado  brasileño  para  su 

participación en las negociaciones.

Desde el punto de vista del derecho comparado, lo que se observa es un 

creciente  movimiento en Europa para la  creación de una legislación sobre  debida 

diligencia obligatoria, en la que se establezcan obligaciones jurídicas concretas para 

que las empresas identifiquen, prevengan y mitiguen los impactos negativos en los 

derechos  humanos,  lo  que  incluye  el  derecho  a  un  medio  ambiente  saludable  y 

ecológicamente equilibrado en sus cadenas productivas. El  Modern Slavery Act  (Ley 

de Esclavitud Contemporánea, 2015), fue pionera en el Reino Unido al exigir que las 

grandes empresas publicasen informes anuales en los que detallasen sus acciones 

para combatir el trabajo esclavo y el tráfico de personas en sus operaciones y en sus 

cadenas de suministro. Poco después, la Loi sur le devoir de vigilance (Ley del Deber 

de  Vigilancia,  2017),  impuso  en  Francia  obligaciones  más  amplias  a  las  grandes 

empresas,  en  las  que se  determinó que implementasen planes  de  vigilancia  para 
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mitigar los riesgos relacionados con las violaciones de derechos humanos y con los 

impactos ambientales en sus actividades globales.

En los Países Bajos, la  Wet Zorgplicht Kinderarbeid  (Ley del Deber de 

Cuidados contra el Trabajo Infantil, 2019) se enfoca en la erradicación del trabajo 

infantil en las cadenas productivas, para lo que exige que las empresas identifiquen y 

afronte  los  riesgos  en  este  sentido.  Por  su  parte,  en  Alemania,  la 

Lieferkettensorgfaltspflichtengesetz (Ley de la Debida Diligencia en las Cadenas de 

Suministro,  2021)  introdujo  requisitos  específicos  para  que  las  empresas 

monitoreasen  a  sus  suministradores  y  adoptasen  medidas  preventivas  contra  las 

violaciones.

En un ámbito regional,  la  Unión Europea aprobó en 2024 la Directiva 

sobre  Diligencia Debida de las Empresas en Materia de Sostenibilidad  (CSDDD), un 

ambicioso marco regulatorio que impone rígidas obligaciones a las grandes empresas 

con sede en la UE y a empresas extranjeras que actúan en el mercado europeo. La 

directiva exige que las corporaciones efectúen análisis  detallados de sus impactos 

socioambientales  a  lo  largo  de  toda  su  cadena productiva  y  adopten planes  de 

mitigación de los riesgos identificados. Esta nueva regulación impactará directamente 

en  empresas  brasileñas  que  operen en  Europa  o  que  mantengan relaciones 

comerciales  con  empresas  europeas,  pues  impone estándares  más  rigurosos  de 

conformidad y de responsabilidad corporativa.

En Brasil, la necesidad de un marco normativo vinculante se hizo todavía 

más notoria con el surgimiento del Proyecto de Ley - PL n.º 572/2022, objeto de esta 

Nota Técnica, cuya presentación por iniciativa parlamentaria estuvo precedida por un 

proceso democrático y participativo de elaboración  bajo la coordinación de Homa – 

Instituto de Derechos Humanos y Empresas, con el apoyo de la Fundación Friedrich 

Ebert Brasil, que contó con la colaboración de diversas organizaciones de la sociedad 

civil,  como  Central  Única  dos  Trabalhadores (CUT),  Movimento dos  Atingidos  por 

Barragens (MAB) y Amigas da Terra Brasil, además de diversos movimientos sociales.

El proyecto pretende consolidar obligaciones directas de las empresas y 

garantizar una mayor seguridad jurídica  en lo atinente a este tema para todos los 

actores  implicados y  propone la  superación de la  insuficiencia  de los  mecanismos 

voluntarios al prever claras responsabilidades para el sector empresarial y derechos 
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para las personas y grupos afectados por sus actividades. Por consiguiente, se trata 

de un instrumento  imprescindible  para  garantizar  un  equilibrio  entre  el  desarrollo 

económico y el respeto a los derechos humanos, así como para garantizar la efectiva 

responsabilización de las empresas en virtud de sus impactos negativos tanto a nivel 

social como en el ambiental, tal y como se demostrará más adelante.

1.2. Responsabilización del Estado por violaciones de derechos humanos 

causadas por empresas según la jurisprudencia de la Corte IDH

En el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, lo que 

se consolidó fue el entendimiento de que los Estados tienen el deber inalienable de 

proteger,  respetar  y  garantizar  los  derechos  humanos,  inclusive, cuando  esas 

violaciones son perpetradas por agentes no estatales, lo que incluye a las empresas 

privadas. La responsabilidad internacional del Estado se puede configurar cuando este 

es omiso en la adopción de medidas eficaces para la prevención de las violaciones, 

cuando falla en la implementación de mecanismos normativos  e institucionales que 

garanticen la protección de dichos derechos o cuando no les asegura a las víctimas el 

debido acceso a la justicia y su reparación integral.

Esta obligación estatal  es  resultado de la  teoría de la  responsabilidad 

indirecta del Estado, ampliamente aplicada por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (Corte IDH),  mediante la que se establece que a los Estados no  solo les 

cabe evitar  que sus  agentes  cometan violaciones de derechos humanos de forma 

directa,  sino  que también les  compete  actuar  de  manera  diligente  para prevenir, 

fiscalizar y reparar violaciones cometidas por terceros dentro de su jurisdicción. 

Esta responsabilidad, directamente aplicable al campo de los derechos humanos y de 

las  empresas,  está  relacionada  con las  tres  funciones fundamentales  atribuidas  al 

Estado: la administrativa, la legislativa y la jurisdiccional.

La función  administrativa  le  impone  al  Estado  el  deber  de  prevenir 

violaciones de derechos humanos en el contexto de las actividades empresariales, 

incluyendo la obligación de  fiscalizar  y  garantizar  el  efectivo  usufructo  de  dichos 

derechos.  Para la Corte IDH, este deber  contempla todas las medidas de carácter 

jurídico,  político,  administrativo  y  cultural  necesarias  para  evitar  violaciones  y 
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garantizar que los eventuales abusos sean tratados como ilícitos sujetos a una sanción 

y a la reparación para las víctimas.

Este  entendimiento  está  consolidado  en  precedentes  firmados  en  los 

casos como Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, González y otras - Campo Algodonero 

- Vs. México  y Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. En el caso  Trabajadores de la 

Hacienda Brasil  Verde Vs. Brasil, la Corte IDH condenó al Estado brasileño por no 

haber garantizado la protección de 85 (ochenta y cinco) trabajadores sometidos a una 

situación análoga a la esclavitud en una hacienda de cría de ganado. Se consideró que 

las  políticas  públicas  implementadas  eran insuficientes  e ineficaces  para  prevenir 

dichas violaciones.

Asimismo,  la  Corte  IDH  entiende  que  el  Estado  debe  supervisar  la 

actuación empresarial  referente al cumplimento de los derechos humanos, inclusive, 

en los servicios prestados por particulares en el ámbito de bienes jurídicos de interés 

social. Este entendimiento sirvió de fundamento para la condena de Brasil en el caso 

Ximenes Lopes Vs. Brasil,  en la que se estimó que el Estado brasileño falló en la 

inspección de  una  clínica  privada  que  tenía  un  convenio  de  colaboración con  el 

Sistema Único de Salud (SUS), en la que se produjo la muerte violenta del paciente 

psiquiátrico Damião Ximenes Lopes.

Por  otro  lado,  la  función  legislativa  le  impone  al  Estado  el  deber  de 

adoptar  disposiciones  normativas  que  garanticen la  protección  de  los  derechos 

humanos en el contexto empresarial. Esto significa que, además de eliminar normas y 

prácticas que posibiliten las violaciones de derechos humanos, el Estado también debe 

crear marcos normativos eficaces para garantizar su acatamiento.

La Corte IDH corroboró ese deber en casos como Castillo Petruzzi y otros 

Vs. Perú  y  Mendoza y otros Vs. Argentina.  En el caso  Sales Pimenta Vs. Brasil, el 

Estado brasileño fue condenado debido a los graves fallos en las investigaciones sobre 

el asesinato del abogado Gabriel Sales Pimenta, el cual tuvo lugar en el contexto de 

conflictos  sobre la propiedad de la tierra en la Amazonía Legal. Como parte de la 

sentencia, la Corte ordenó que Brasil adoptase normas internas que fortaleciesen los 

programas de protección a los defensores de los derechos humanos, lo que demostró 

que  la  insuficiencia  de  legislación  y  de  prácticas  adecuadas  pueden  llevar a la 

responsabilización del Estado ante el Sistema Interamericano.
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A su  vez,  la  función  jurisdiccional  exige  que  el  Estado  investigue, 

sancione y garantice el acceso a mecanismos efectivos de reparación para las víctimas 

de  violaciones  de  derechos  humanos  resultantes de  actividades  empresariales.  La 

Corte IDH entiende que el cumplimiento de este deber pasa por la oferta de recursos 

judiciales eficaces que posibiliten el reconocimiento de la violación, la reparación del 

daño y la sanción de los responsables.

Este entendimiento fue corroborado en los casos Velásquez Rodríguez Vs. 

Honduras  y  Maldonado  Ordóñez  Vs.  Guatemala,  mientras  que  el  informe de  la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) titulado El acceso a la justicia 

como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales lo consolida.  En el 

caso  Empleados(as)  de  la  Fábrica  de  Fuegos  de  Santo  Antônio  de  Jesus  y  sus 

familiares Vs. Brasil, el Estado brasileño fue condenado por la Corte IDH debido a la 

ausencia de una respuesta judicial en un plazo razonable a las víctimas de la explosión 

de una fábrica de fuegos artificiales en Bahía que provocó la muerte de 60 (sesenta) 

personas.  La  Corte  consideró que  el  Estado  falló en  la  garantía de  unas 

investigaciones rápidas y eficaces, lo que resultó en la impunidad de los responsables 

y en la imposibilidad de una reparación integral para las víctimas y sus familiares.

La jurisprudencia de la Corte IDH demuestra que, en el caso de que el 

Estado brasileño fracase en el cumplimiento de cualquiera de esas obligaciones —ya 

sea  en  la  prevención,  en  la  regulación  o  en  la  reparación  de  las  violaciones  de 

derechos  humanos  en  el  contexto  de  las  actividades  empresariales—,  podrá  ser 

responsabilizado  internacionalmente.  En  este  sentido,  la  adopción  de  un  marco 

normativo vinculante nacional sobre derechos humanos y empresas se hace esencial 

para garantizar que Brasil cumpla adecuadamente sus obligaciones internacionales.

La ausencia  de  una  legislación  específica  que  imponga  obligaciones 

directas  a  las  empresas  y  que  establezca mecanismos  claros  de  fiscalización,  de 

responsabilización y de reparación de daños hace que se corra el constante riesgo de 

que el Sistema Interamericano pronuncie una condena. Por lo tanto, la aprobación del 

PL n.º 572/2022 representaría un paso fundamental no solo para el fortalecimiento de 

la estructura normativa nacional, con lo que se evitarían violaciones y se protegerían 

los  derechos  de  las  víctimas,  sino también  para  precaverse  contra  futuras 

responsabilizaciones internacionales del Estado brasileño.
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2. Proyecto de Ley n.º 572/2022 de la Cámara de los Diputados: destaques 
positivos

2.1. Seguridad jurídica

El Proyecto de Ley n.º 572/2022 representa un avance significativo en la 

construcción de un marco normativo sólido para regular la relación entre las empresas 

y los derechos humanos en Brasil. Uno de los principales méritos de la propuesta es el 

refuerzo de la seguridad jurídica, lo que es fundamental para garantizar previsibilidad 

y coherencia en la aplicación de las normas que pautan la responsabilidad empresarial 

derivada de violaciones de derechos humanos. Este avance se materializa en tres ejes 

principales  en los  que  se aúnan entendimientos  que  ya están  incorporados  al 

ordenamiento jurídico brasileño de forma  dispersa y que  comenzarían a contar con 

una previsión explícita en la norma: la reafirmación de la primacía de los derechos 

humanos  y  de  la  interpretación  pro  homine;  el  reconocimiento  de  obligaciones 

directas  para las empresas  en lo atinente a la protección y a la promoción de los 

derechos humanos; y la garantía de la reparación integral de los daños causados.

2.1.1. Primacía de los derechos humanos e interpretación pro homine

La hegemonía de  los  derechos  humanos  en  el  ordenamiento  jurídico 

brasileño encuentra respaldo tanto en la Constitución Federal como en los tratados 

internacionales de derechos humanos ratificados por Brasil.  El PL n.º 572/2022 la 

corrobora al  establecer  que  todas  las  normas  relacionadas  con la  actuación 

empresarial se deben interpretar a la luz de la máxima protección  de los derechos 

fundamentales,  principio conocido como interpretación  pro homine.  Esta directriz 

interpretativa  determina que,  ante  normas  discrepantes o  de  hipotéticos 

conflictos normativos, prevalezca la norma que proporcione el mayor nivel de 

protección a los derechos humanos.

Este  principio  fue ampliamente  reconocido  por  el  Supremo  Tribunal 

Federal (STF) en el enjuiciamiento del Recurso Extraordinario 466.343/SP1, mediante 

1 Resumen de Jurisprudencia: «PRISIÓN POR DEUDAS U OBLIGACIONES PURAMENTE CIVILES. Depósito. 
Depositario infiel. Alienación fiduciaria. Decreto de medida coercitiva. Inadmisibilidad absoluta. Ausencia de previsión 
constitucional y de normas de menor rango. Interpretación del art. 5.º, inc. LXVII y §§ 1.º, 2.º y 3.º, de la Constitución  
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el que se estableció que los tratados internacionales de derechos humanos ratificados 

por Brasil tienen rango supralegal, por lo que, en caso de conflicto, deben prevalecer 

sobre las normas infraconstitucionales.  El STF  corroboró esta posición en el  Habeas 

Corpus 96.772/SP2,  en  el  que  afirmó  explícitamente  que  la  interpretación  de  las 

normas siempre debe  tener en consideración la máxima protección  de los derechos 

fundamentales  y garantizar que  se  desconsideren las  normas  infraconstitucionales 

cuando estas sean incompatibles con los tratados de derechos humanos.

A nivel regional,  la  Corte  IDH  viene  reafirmando  la  primacía  de  los 

derechos humanos y la interpretación pro homine en diversas decisiones. En el caso 

Almonacid  Arellano  Vs.  Chile,  la  Corte  determinó que  las  normas  de  derechos 

humanos  deben  prevalecer  sobre  las  legislaciones  nacionales  que  impidan la 

responsabilización por graves violaciones de derechos fundamentales lo que refuerza 

que  la  interpretación  de  las  normas  debe  favorecer  siempre  la  protección  de  la 

dignidad humana. Este mismo entendimiento fue reiterado en el caso Gomes Lund y 

otros («Guerrilla del Araguaia») Vs. Brasil, en el que la Corte IDH consideró que la Ley 

de Amnistía  brasileña no podía  impedir  la  investigación y  la  sanción de crímenes 

contra la humanidad, dado que eso violaría obligaciones internacionales de protección 

Federal, a la luz del art. 7.º, § 7, de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica).  
Recurso desestimado. Enjuiciamiento conjunto del Recurso Extraordinario n.º  349.703 y de los Habeas Corpus n.º 
87.585  y  n.º  92.566.  Es  ilícita  la  prisión  por  deudas  u  obligaciones  puramente  civiles  del  depositario  infiel,  
independientemente de la modalidad de depósito».
(RE 466343, Ponente: CEZAR PELUSO, Plenario, enjuiciado el 03-12-2008, REPERCUSIÓN GENERAL - MÉRITO 
DJe-104 DIVULG 04-06-2009 PUBLIC 05-06-2009 RESUMEN DE JURISPRUDENCIA VOL-02363-06 PP-01106 
RTJ VOL-00210- 02 PP-00745 RDECTRAB v. 17, n.º 186, 2010, Pág. 29-165).
Este enjuiciamiento resultó en el Boletín de Jurisprudencia Vinculante n.º 25 del Supremo Tribunal Federal, la cual  
establece  que:  «Es  ilícita  la  prisión  por  deudas  u  obligaciones  puramente  civiles  del  depositario  infiel,  
independientemente de la modalidad de depósito».
2 «La primacía de la norma más favorable para el ser humano. Los magistrados y tribunales, en el ejercicio de su  
actividad  interpretativa,  especialmente  en  el  ámbito  de  los  tratados  internacionales  de  derechos  humanos,  deben 
observar un principio hermenéutico básico (tal y como el que se proclama en el art. 29 de la Convención Americana  
sobre Derechos Humanos), consistente en atribuir primacía a la norma que se revele más favorable para el ser humano,  
con el objeto de concederle la más amplia protección jurídica. El Poder Judicial, en este proceso hermenéutico que  
antepone el criterio de la norma más favorable (la cual puede ser tanto la que está prevista en el tratado internacional  
como la  que  está  establecida en  el  propio  derecho  interno  del  Estado),  deberá  lograr la  máxima  eficacia  de  las 
declaraciones internacionales y de los preceptos constitucionales de derechos, como forma de viabilizar el acceso de los 
individuos y de los grupos sociales, especialmente, el de los más vulnerables, a los sistemas institucionalizados de 
protección de los derechos fundamentales del ser humano, bajo pena de que la libertad, la tolerancia y el respeto a la 
diversidad humana se conviertan en palabras vanas. Aplicación al caso del art. 7.º, n.º 7, en combinación con el art. 29,  
ambos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica): un caso típico de  
primacía de la regla más favorable para la protección efectiva del ser humano. (HC 96.772, ponente Mag.. Celso de 
Mello, enj. 9-6-2009, Sala 2.ª, DJE de 21-8- 2009).
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de los derechos humanos asumidas por Brasil.

En la esfera del derecho internacional público, la Corte Internacional de 

Justicia (CIJ) también adoptó la interpretación pro homine en diversas oportunidades. 

En el caso Ahmadou Sadio Diallo (la República de Guinea Vs. República Democrática 

del Congo), la CIJ reafirmó que los Estados tienen el deber de garantizar la máxima 

protección posible a los derechos humanos de individuos bajo su jurisdicción, incluso 

cuando  existan legislaciones  internas  que  puedan indicar  lo contrario.  La  Corte 

destacó que  los  tratados  internacionales  de  derechos  humanos  siempre  se  deben 

interpretar a favor  del  reconocimiento  y  la  ampliación  de  las  protecciones 

fundamentales.

El Proyecto de Ley PL n.º 572/2022 incorpora y menciona explícitamente 

la  primacía  de  los  derechos  humanos  y  la  interpretación  pro  homine  en diversas 

disposiciones.  El artículo 3.º,  inciso III3,  establece que las normas  sobre derechos 

humanos prevalecen sobre  cualquier acuerdo, incluso los de naturaleza económica, 

comercial, de servicios y de inversiones. Esa disposición refuerza la primacía de los 

derechos  humanos  sobre  los  intereses  económicos,  lo  que  garantiza que  ninguna 

disposición  contractual  o  normativa  pueda  restringir  o  mitigar  derechos 

fundamentales. En este mismo sentido, los incisos VI y VII del artículo 3.º4 establecen 

que, en la hipótesis de un conflicto entre normas de derechos humanos, prevalecerá 

la que sea más favorable para la persona afectada. De la misma forma, en el caso de 

que existan múltiples interpretaciones de una misma norma, se deberá adoptar la 

que  proteja  mejor  los  derechos  humanos.  Esas  disposiciones concretan la 

interpretación  pro  homine,  de  modo  que  garantizan  que,  cuando  haya dudas  o 

lagunas normativas,  la  interpretación adoptada será la  que proporcione un mayor 

grado de protección a las víctimas.

Además, el artículo 4.º, inciso I5, determina que el Estado y las empresas 

3 «Art. 3.º. Son principios y directrices que pautan la aplicación de esta ley: (…)
III. La prevalencia de las normas de Derechos Humanos sobre cualquier acuerdo, inclusive los de naturaleza económica, 
de comercio, de servicios y de inversiones».
4 Art. 3.º. Son principios y directrices que pautan la aplicación de esta ley: (…)
VI. En la hipótesis de un conflicto entre normas de derechos humanos, prevalecerá la que sea más favorable para la  
persona afectada;
VII.  En  la  hipótesis  de  múltiples  interpretaciones  de  una  misma norma sobre  Derechos  Humanos,  prevalecerá  la  
interpretación más favorable para la persona afectada».
5 «Art. 4.º. El Estado y las empresas tienen las obligaciones comunes de:
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tienen la obligación de respetar y no violar los derechos humanos, lo que refuerza que 

dichos  derechos  prevalecen sobre  cualquier  interés económico  o  empresarial. 

Asimismo,  el  artículo  5.º,  §1.º6,  establece  que  las  empresas  son  responsables 

solidarias por las violaciones de derechos humanos a lo largo de toda la cadena de 

producción,  independientemente de la  relación contractual  formal.  Esta disposición 

refleja el principio de la primacía de los derechos humanos, al garantizar que no se 

pueda utilizar ninguna estructura corporativa o contrato para exentar a una empresa 

de sus obligaciones de respetar y proteger los derechos fundamentales.

Por  consiguiente,  el  PL  n.º  572/2022  se  adecúa  a  la  jurisprudencia 

consolidada del Supremo Tribunal Federal, de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos  y  de  la  Corte  Internacional  de  Justicia,  de  modo  que  corrobora el 

compromiso  internacional  de  Brasil  de garantizar  la  primacía  de  los  derechos 

fundamentales sobre los intereses puramente económicos.

Al  adoptar  la  interpretación  pro  homine como  principio 

estructurante para la  aplicación de las  normas empresariales,  el  proyecto 

fortalece la seguridad jurídica al eliminar toda duda sobre la protección de 

los  derechos  humanos  como  eje  innegociable  en  la  regulación  de  las 

actividades empresariales.

2.1.2. Obligaciones  directas  de las  empresas  y  eficacia  horizontal  de  los 

derechos fundamentales

En un paso más, el proyecto avanza cuando reconoce explícitamente las 

obligaciones directas de las empresas en el campo de los derechos humanos, para lo 

que  encuentra  respaldo en  el  principio  de  la  eficacia  horizontal  de  los  derechos 

fundamentales.

I - Respetar y no violar los Derechos Humanos».
6 «Art.  5.º.  Las  empresas  con domicilio  o  económicamente  activas  en  territorio  brasileño son responsables  de las 
violaciones de Derechos Humanos causadas directa o indirectamente por sus actividades.
§ 1.º La responsabilidad en virtud de la violación es solidaria y se extiende a través de toda la cadena de producción, lo  
que incluye a la empresa controladora,  a las empresas controladas, así  como a los inversores públicos y privados, 
incluidas las subcontratistas, las filiales, las subsidiarias, las instituciones económicas y financieras con actividad fuera  
del  territorio  nacional,  y  las  entidades  económicas  y  financieras  nacionales  que  participen  ya  sea  invirtiendo  o  
beneficiándose de cualquiera de las etapas del proceso productivo, incluso cuando no exista una relación contractual 
formal».
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Aunque los principios orientadores de la ONU sobre Empresas y Derechos 

Humanos supongan el marco normativo internacional de referencia sobre este tema, 

ellos solo atribuyen obligaciones para los Estados, sin prever deberes directos para las 

empresas. No obstante, en el contexto jurídico brasileño, esta laguna no hace acto de 

presencia dado que el Supremo Tribunal Federal (STF) consolidó el entendimiento de 

que los derechos fundamentales no se circunscriben a las relaciones entre el Estado y 

el  individuo (eficacia vertical),  sino que también son aplicables a las interacciones 

entre particulares, concepto este conocido como eficacia horizontal de los derechos 

fundamentales. Este posicionamiento se puso de manifiesto en el enjuiciamiento del 

Recurso Extraordinario 201.819/RJ7, en el que el STF reconoció que la autonomía de 

7 Resumen Jurisprudencial:  «SOCIEDAD  CIVIL  SIN  FINES  DE  LUCRO.  UNIÃO  BRASILEIRA  DE 
COMPOSITORES.  EXCLUSIÓN  DE  SOCIO  SIN  GARANTÍA  DE  LA  AMPLIA  DEFENSA  Y  DE  LA 
CONTRADICCIÓN. EFICACIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN LAS RELACIONES PRIVADAS. 
RECURSO DESESTIMADO.
I. EFICACIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN LAS RELACIONES PRIVADAS. Las violaciones de 
los derechos fundamentales no solo ocurren en el ámbito de las relaciones entre el ciudadano y el Estado, sino también  
en  las  relaciones  entabladas  entre  personas  físicas  y  jurídicas  de  derecho privado.  En consecuencia,  los  derechos 
fundamentales garantizados por la Constitución no solo vinculan directamente a los poderes públicos, sino que también  
están destinados a la protección de los particulares ante los poderes privados.
II.  LOS  PRINCIPIOS  CONSTITUCIONALES  COMO  LÍMITES  A  LA  AUTONOMÍA  PRIVADA  DE  LAS 
ASOCIACIONES. El orden jurídico-constitucional brasileño no concedió a ninguna asociación civil la posibilidad de  
actuar contrariando los principios establecidos en la legislación y,  en especial,  de los postulados que tienen como 
fundamento directo el propio texto de la Constitución de la República, especialmente, en lo atinente al tema de la  
protección  de  las  libertades  y  garantías  fundamentales.  El  espacio  de  autonomía  privada  que  la  Constitución  les  
garantiza a las asociaciones no está exento de la aplicación de los principios constitucionales que aseguran el respeto a 
los  derechos  fundamentales  de  sus  asociados.  La  autonomía  privada,  que  encuentra  claras  limitaciones  de  orden  
jurídico, no se puede ejercer en detrimento o sin respetar los derechos y garantías de terceros, especialmente, los que  
están establecidos a nivel constitucional, dado que la autonomía de la voluntad no concede a los particulares, en el  
dominio de su incidencia y actuación, el poder de infringir o de ignorar las restricciones impuestas y definidas por la  
propia  Constitución,  cuya  eficacia  y fuerza normativa  también se  imponen a  los  particulares  en el  ámbito  de  sus 
relaciones privadas, en lo que concierne a las libertades fundamentales.
III.  SOCIEDAD CIVIL SIN FINES DE LUCRO. ENTIDAD QUE FORMA PARTE DE ESPACIO PÚBLICO, A 
PESAR  DE  NO  SER  ESTATAL.  ACTIVIDAD  DE  CARÁCTER  PÚBLICO.  EXCLUSIÓN  DE  SOCIO  SIN 
GARANTÍA  DEL  DEBIDO  PROCESO  LEGAL.  APLICACIÓN  DIRECTA  DE  LOS  DERECHOS 
FUNDAMENTALES A LA AMPLIA DEFENSA Y A LA CONTRADICCIÓN. Las asociaciones privadas que ejercen 
una función predominante en un determinado ámbito económico y/o social y que mantiene con sus asociados relaciones  
de dependencia económica y/o social, forman parte de lo que se puede denominar espacio público, a pesar de que no sea 
estatal. La União Brasileira de Compositores - UBC, sociedad civil sin fines de lucro, forma parte de la estructura del  
ECAD y, por lo tanto, asume una posición privilegiada en la determinación de la extensión del disfrute y usufructo de 
los derechos de autor de sus asociados. La exclusión de un socio del conjunto de socios de la UBC, sin ninguna garantía  
a la amplia defensa, a la contradicción o al debido proceso constitucional, impone una considerable carga al recurrido, 
quien queda imposibilitado de cobrar los derechos de autor relativos a la ejecución de sus obras. El impedimento de las  
garantías constitucionales al debido proceso legal acaba por restringir la propia libertad de ejercicio profesional del 
socio.  El carácter público de la actividad ejercida por la sociedad y la dependencia del  vínculo asociativo para el  
ejercicio  profesional  de  sus  socios  legitiman,  en  este  caso  en  concreto,  la  aplicación  directa  de  los  derechos 
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la voluntad en las relaciones privadas no puede infringir los derechos y las garantías 

fundamentales previstos en la Constitución.

Consecuentemente,  las  empresas  que  operan en  Brasil  están  sujetas 

directamente al deber de respetar, proteger y promover los derechos humanos, lo que 

contempla tanto  los  que  están  reconocidos  en  la  Constitución  Federal  y  en  la 

legislación nacional como los previstos en tratados internacionales de los que Brasil es 

signatario. El PL n.º 572/2022 reafirma ese deber al dejar claro que las empresas, en 

el desarrollo de sus actividades, no pueden ser omisas ante la violación de derechos 

fundamentales  y  que  deben actuar  de  forma  proactiva  para  evitar y  mitigar  los 

impactos adversos derivados de sus operaciones.

El PL n.º  572/2022 prevé en varias  de sus disposiciones obligaciones 

directas  para las  empresas.  El artículo  4.º,  I8,  del  Proyecto,  anteriormente 

mencionado, establece que las empresas tienen la obligación de respetar y no violar 

los derechos humanos, lo que refuerza que dichos derechos deben prevalecer sobre 

cualquier  interés económico  o  empresarial.  Este  artículo  fundamenta  la 

responsabilidad directa de las empresas de garantizar que sus actividades no resulten 

en impactos adversos  en los derechos fundamentales.  Por su parte, el artículo 5.º, 

§1.º9,  mencionado  también  previamente,  determina  que  las  empresas  son 

responsables solidarias por las violaciones de derechos humanos a lo largo de toda la 

cadena  de  producción,  independientemente  de  la  existencia  de  una  relación 

contractual  formal.  Esta disposición concreta la eficacia horizontal  de los derechos 

fundamentales  al consolidar la obligación de que las empresas respeten, protejan y 

promuevan los derechos humanos tanto en sus operaciones directas como en sus 

fundamentales atinentes al debido proceso legal, a la contradicción y a la amplia defensa (art. 5.º, LIV y LV, CF/88).
IV. RECURSO EXTRAORDINARIO DESESTIMADO.»
(RE 201819, Ponente: ELLEN GRACIE, Ponente del Fallo: GILMAR MENDES, Sala Segunda, enjuiciado el 11-10-
2005, DJ 27-10-2006 PP-00064 EMENT VOL-02253-04 PP-00577 RTJ VOL-00209-02 PP-00821)
8 «Art. 4.º. El Estado y las empresas tienen las obligaciones comunes de:
I - Respetar y no violar los Derechos Humanos;”.
9 «Art.  5.º.  Las  empresas  con domicilio  o  económicamente  activas  en  territorio  brasileño son responsables  de las 
violaciones de Derechos Humanos causadas directa o indirectamente por sus actividades.
§ 1.º La responsabilidad en virtud de la violación es solidaria y se extiende a través de toda la cadena de producción, lo  
que incluye a la empresa controladora,  a las empresas controladas, así  como a los inversores públicos y privados, 
incluidas las subcontratadas, las filiales, las subsidiarias, las instituciones económicas y financieras con actividad fuera  
del  territorio  nacional,  y  las  entidades  económicas  y  financieras  nacionales  que  participen  ya  sea  invirtiendo  o  
beneficiándose de cualquiera de las etapas del proceso productivo, incluso cuando no exista una relación contractual 
formal».
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cadenas productivas.

El artículo  7.º10 les  impone  a  las  empresas  el  deber  de  adoptar 

mecanismos de debida diligencia en derechos humanos y medio ambiente, para lo que 

garantizarán la identificación, prevención y mitigación de los riesgos relacionados con 

sus  actividades.  A su  vez,  el  artículo  1611 determina  que  la  reparación  y  la 

responsabilización de las empresas deben considerar criterios como la gravedad de la 

violación,  el  nivel  del  perjuicio ocasionado  y  los  efectos  producidos  directa  o 

indirectamente por la violación, de modo que quede garantizado que a la actuación 

empresarial le acompañen obligaciones jurídicas concretas.

2.1.3. Reparación integral de los daños causados

Otro aspecto fundamental del proyecto es la previsión de la reparación 

integral  de  los  daños  causados  por  empresas  que  violen derechos  humanos.  El 

principio  de  la  reparación  integral  está  ampliamente  consolidado  en  el  derecho 

internacional  de  los  derechos  humanos  y  en  la  jurisprudencia  de  la  Corte 

Interamericana de Derechos Humanos,  donde ya fue reiterado en diversos  casos, 

como  Velásquez Rodríguez Vs. Honduras,  Trabajadores de la  Hacienda Brasil Verde 

Vs. Brasil y Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil. 

10 «Art. 7.º. Las empresas deberán realizar un proceso de debida diligencia para identificar, prevenir, monitorear y  
reparar violaciones de derechos humanos, incluyendo derechos sociales, laborales y ambientales, para lo que al menos  
deberán:
I  -  Contemplar tanto las que la empresa pueda causar como a las que pueda contribuir  por medio de sus propias 
actividades o que estén directamente relacionadas con sus actividades y operaciones, productos o servicios en virtud de 
sus relaciones comerciales;
II - Ser perseverante al reconocer que los riesgos de violación de derechos humanos pueden cambiar con el paso del  
tiempo y a medida que se desarrollen sus actividades y operaciones en el contexto operacional de la empresa».
11 «Art. 16. En lo tocante a la reparación y a la responsabilización de las empresas, en la aplicación de las sanciones se  
tendrán en consideración:
I - la gravedad de la violación;
II – el posible provecho obtenido por las empresas que practicaron directa e indirectamente la violación;
III - el nivel de los perjuicios ocasionados o los riesgos de daños que se corrieron;
IV - los efectos generados directa e indirectamente por la violación;
V - el poder económico de las empresas que practicaron directa o indirectamente la violación o que produjeron el riesgo 
de que ocurriera.
VI - el número de personas a las que se  puso en la situación de violación de derechos o que estuvieron expuestas al 
peligro de sufrir el perjuicio;
Párrafo único. En las acciones que persigan una reparación por daños resultantes de violaciones de Derechos Humanos  
no se podrán aplicar ningún tipo de límite legal o convencional para el arbitraje de valores».
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El entendimiento consolidado por la Corte IDH  establece que la compensación por 

daños no debe restringirse a medidas compensatorias12, sino que también debe incluir 

la restitución13, la rehabilitación14, la satisfacción15 y garantías de no repetición16.

El PL n.º 572/2022 reconoce explícitamente la reparación integral en su 

artículo 3.º, inciso IV17, el cual establece como principio fundamental el derecho de las 

personas y de las comunidades afectadas a la reparación integral  en virtud de las 

violaciones de derechos humanos cometidas por empresas,  para lo que se deberá 

observar el  principio  de la  centralidad del  sufrimiento de la víctima.  Asimismo, el 

artículo  4.º,  inciso  III,  apartado «a»18,  determina que,  en  caso de violaciones de 

derechos humanos, el Estado y las empresas deben actuar con la intención de reparar 

integralmente las  violaciones.  El artículo  9.º,  inciso  II19,  obliga a  la  Nación,  a  los 

Estados,  al Distrito Federal y a los Municipios a adoptar medidas para garantizar la 

reparación integral de las violaciones, con protagonismo de las víctimas en el proceso 

12 Se refiere a la indemnización monetaria por los daños materiales (perjuicios económicos directos, como la pérdida de 
bienes o de ingresos) e morales (sufrimiento, angustia o dolor causados por la violación).
13 Consiste en la restauración de la situación anterior a la violación siempre que sea pos ible.  Eso puede incluir, por 
ejemplo, el retorno de una víctima a su territorio, la reincorporación a su empleo o la reversión de actos administrativos 
o legislativos ilegales.
14 Contempla medidas  destinadas  a  la  recuperación  física,  psicológica  o  social  de  la  víctima,  como el  acceso  a  
tratamiento médico, el apoyo psicológico y programas de reintegración social o laboral, especialmente en casos de 
tortura, desapariciones o desplazamientos forzosos.
15 Engloba medidas simbólicas de reconocimiento de la responsabilidad estatal destinadas a restaurar la dignidad de las 
víctimas y de sus familias, como peticiones públicas de disculpas, memoriales, la rehabilitación de la imagen de la  
víctima y la divulgación de la verdad sobre los hechos.
16 Se trata de reformas estructurales destinadas a evitar la reincidencia de las violaciones, lo que incluye alteraciones 
legislativas,  la  capacitación  de  agentes  públicos,  la  creación  de  mecanismos  de  supervisión  y  de  reforma  de  las 
instituciones responsables de las violaciones.
17 «Art. 3.º. Son principios y directrices que pautan la aplicación de esta ley: (…)
IV. El derecho de las personas y de las comunidades afectadas a la reparación integral en virtud de las violaciones de 
Derechos  Humanos  cometidos  por  empresas,  para  lo  que  se  deberá  observar el  principio  de  la  centralidad  del 
sufrimiento de la víctima;».

18 «Art. 4.º. El Estado y las empresas tienen las obligaciones comunes de: (…)
III – En el caso de violaciones:
a) Actuar con la intención de reparar completamente las violaciones;».
19 «Art. 9.º. La Nación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios deben adoptar las medidas previstas en el art. 
5.º por medio de políticas públicas, en el ámbito y límites de sus competencias, normas y regulaciones oportunas, entre 
ellas:
(…)
II - Actuar  con la intención de reparar completamente las violaciones, para lo que  hará prevalecer el principio de la 
centralidad del sufrimiento de la víctima, el cual  determina el protagonismo de los individuos o de las comunidades 
afectadas en la elaboración de los mecanismos de prevención, de reparación integral y de garantías de no repetición;».
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de construcción de los mecanismos de prevención y compensación.

El artículo  11,  inciso  X20,  reconoce  explícitamente  el  derecho  de  las 

personas, grupos y comunidades afectadas a la reparación integral de las violaciones 

de derechos humanos resultantes de actividades empresariales.  Los artículos 13 y 

1421 instituyen un  Fondo  de  Reparación  gestionado  con  la  participación  de  las 

comunidades afectadas,  para costear necesidades básicas de las víctimas  hasta la 

consolidación del proceso de reparación integral de los daños. Por su parte, el artículo 

1622 dicta que la reparación y la responsabilización de las empresas deben considerar 

20 «Art. 11. Se consideran derechos de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas por violaciones o 
potenciales violaciones de derechos humanos: (…)
X – La reparación integral de las violaciones de Derechos Humanos resultantes de actividades empresariales;».
21 «Art. 13 - Cuando exista la obligación de reparar, la empresa violadora deberá crear un Fondo destinado al pago de  
las necesidades básicas de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas, hasta el momento en el que se  
consolide el proceso de reparación integral de los daños causados.
I - El 50 % del Fondo estará gestionado por representantes de las comunidades afectadas, un 25 % por representantes 
del Estado, y el 25 % restante por representantes de la Defensoría Pública;
II - El Ministerio Público actuará exclusivamente en la condición de fiscal de la ejecución y de la gestión del Fondo.
III - El Fondo servirá como una garantía de caución para el cumplimiento de las medidas de emergencia y de reparación 
de las comunidades afectadas.
Párrafo Único.  Mientras que el fondo no  se haya regulado, el dinero  se depositará en un establecimiento oficial de 
crédito, en una cuenta sujeta a corrección monetaria, que estará administrada por el juzgado responsable de dirimir la 
acción de reparación de daños.
Art. 14 -. El Fondo del que trata el art. 13 tendrá entre otros objetivos generales:
I – El suministro de recursos para la ayuda financiera de emergencia para la población afectada con el fin de garantizar 
su subsistencia;
II - Cumplimiento de las exigencias sanitarias prioritarias que sean resultantes de los actos causados por la violación de 
derechos humanos;
II - Suministro de agua potable, en los casos en los que las fuentes utilizadas previamente para el abastecimiento de las 
comunidades estén comprometidas;
IV -  Contratación  y  Soporte  de Asesoría  Técnica  Independiente  para  la  actuación del  equipo de  atendimiento  de 
emergencia;
V - Garantía de asesoría para la elaboración de un sistema de reparación de daños;
VI - Garantía del acceso a internet, al desplazamiento y alimentación  de los líderes comunitarios en los procesos de 
negociación con las empresas y con el Poder Público;
VII- Otras demandas específicas que presenten las personas, las comunidades y los grupos afectados.».
22 «Art. 16. En lo tocante a la reparación y a la responsabilización de las empresas, en la aplicación de las sanciones se  
tendrán en consideración:
I - la gravedad de la violación;
II – el posible provecho obtenido por las empresas que practicaron directa e indirectamente la violación;
III - el nivel de los perjuicios ocasionados o los riesgos de daños que se corrieron;
IV - los efectos generados directa e indirectamente por la violación;
V - el poder económico de las empresas que practicaron directa o indirectamente la violación o que produjeron el riesgo 
de que ocurriera.
VI - el número de personas a las que se  puso en la situación de violación de derechos o que estuvieron expuestas al 
peligro de sufrir el perjuicio;



PGR-00069964/2025

MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL
FISCALÍA FEDERAL DE LOS DERECHOS DE LOS CIUDADANOS

criterios  como la  gravedad de la  violación,  el  nivel  del  perjuicio ocasionado y  los 

efectos  producidos  directa  o  indirectamente  por  la  violación,  lo  que  consolida la 

necesidad de una respuesta amplia y proporcional al  daño causado.  Por  último, el 

artículo 19, inciso IV23, prohíbe los acuerdos extrajudiciales o judiciales que eximan a 

las empresas de la obligación de garantizar la reparación integral de las víctimas.

Al estructurar  un  régimen  normativo  que  reafirma la  primacía  de  los 

derechos humanos, que sujeta a las empresas a obligaciones directas y que garantiza 

la  reparación  integral  de  los  daños,  el  PL n.º  572/2022  no  solo armoniza  el 

ordenamiento jurídico nacional con los compromisos internacionales asumidos por el 

país, sino que mejora la seguridad jurídica en Brasil, lo que hace que disminuyan los 

litigios.

Por  consiguiente,  la aprobación  de  este  proyecto  representa  un  paso 

esencial para la consolidación de un entorno regulatorio previsible, justo y ajustado a 

los más altos estándares de protección de los derechos humanos.

2.2. Innovación responsable

El PL n.º 572/2022 también se destaca por su innovación responsable en 

la regulación de las relaciones entre los derechos humanos y las empresas, pues elude 

tanto la  obsolescencia  normativa  como la  adopción  carente  de  crítica  de modelos 

extranjeros que no dialogan con la realidad brasileña. Esta innovación se manifiesta 

en  tres  aspectos  principales:  la  adecuación  espacial  y  temporal  de  la  norma;  el 

aprovechamiento y la expansión de figuras jurídicas  previamente  consolidadas en el 

ordenamiento  jurídico  brasileño;  y  la  incorporación  de  aportes  basados  en  la 

experiencia concreta de afectados por violaciones empresariales.

Párrafo único. En las acciones que persigan una reparación por daños resultantes de violaciones de Derechos Humanos  
no se podrán aplicar ningún tipo de límite legal o convencional para el arbitraje de valores».
23 «Art. 19. En la hipótesis de que se propongan y se negocien, en la esfera extrajudicial o judicial, acuerdos entre el  
Poder Público y personas jurídicas violadoras de Derechos Humanos, referentes a daños causados a la colectividad que 
se hayan cometido en el contexto de la actividad empresarial, dicha práctica debe guiarse por la búsqueda de soluciones 
que garanticen los derechos humanos, para lo que se deberán observar las reglas que se refieren a continuación: (…)
IV - Los acuerdos individuales o acuerdos de ajuste de conducta que se puedan llegar a celebrar no podrán ser causa de 
la  flexibilización  de  garantías  ni  de  principios  previstos  legal  y  constitucionalmente  que  sean  susceptibles  de  ser  
reconocidos por la vía judicial, así como tampoco mitigar la responsabilidad integral de empresas por violaciones de 
Derechos Humanos cometidas en el contexto de sus actividades;».
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2.2.1. Adecuación espacial y temporal

La adecuación espacial y temporal del PL n.º 572/2022 es uno de sus 

grandes méritos,  ya que la propuesta ni se restringe a la mera reproducción de los 

Principios  Rectores  de  la  ONU sobre  las  Empresas  y  los  Derechos Humanos,  una 

normativa con serias limitaciones en  lo referente a la prevención y represión de las 

violaciones  de  derechos  humanos  por  parte  de  empresas,  como  ya se indicó 

previamente, ni tampoco reproduce carente de crítica legislaciones extranjeras, como 

las  leyes  de  debida  diligencia  de  Francia  y  de  Alemania,  que  reflejan una  visión 

enfocada predominantemente  en las relaciones comerciales y regulatorias del Norte 

Global.

En lo atinente a los Principios  Rectores de la ONU, su naturaleza no es 

vinculante  y  la  ausencia  de  mecanismos  concretos  de  responsabilización  vienen 

perpetuando la  impunidad  corporativa,  lo  que  permite que  grandes  corporaciones 

continúen operando sin que haya consecuencias jurídicas proporcionales a los daños 

causados. Asimismo, su abordaje no prevé obligaciones directas para las empresas y 

atribuye a  los  Estados  la  responsabilidad  exclusiva  de proteger y  promover los 

derechos humanos, lo que muchas veces se muestra insuficiente ante la capacidad de 

influencia política y económica que ejerce el sector privado.

Por otro lado, las leyes de debida diligencia de Francia y de Alemania se 

concibieron para cumplir con los requisitos reguladores y comerciales europeas, lo que 

refleja un abordaje centrado en la protección de los mercados y de los consumidores, 

aunque sin enfrentar de manera estructural los desafíos enfrentados por países como 

Brasil, que históricamente se han visto impactados por violaciones empresariales  a 

gran escala. Esas normativas, a pesar de que representan importantes avances en el 

control de la cadena productiva, no incorporan plenamente las realidades locales de 

los países del Sur Global, donde la vulnerabilidad de las comunidades afectadas es 

mayor  y  en  los  que los  mecanismos  de  fiscalización  todavía  son  frágiles.  Por 

consiguiente, la mera replicación de esas normas podría resultar en la adopción de un 

modelo  descontextualizado  que  no  estaría  acorde con  las  particularidades de  las 

violaciones de derechos humanos que tienen lugar en Brasil.
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En  este  sentido,  el  PL  n.º  572/2022  innova  al  adoptar  conceptos 

modernos  y  más  adecuados  a  la  realidad  brasileña,  como  la  centralidad  del 

sufrimiento  de  la  víctima,  pues  establece  que  las  personas  y  las  comunidades 

afectadas  por  violaciones  de  derechos  humanos  resultantes  de  la  actividad 

empresarial  deben  tener  derecho  a  una  reparación  integral  y garantiza su 

participación activa en el proceso de reparación, de prevención y de garantías de no 

repetición. Esta perspectiva está prevista de forma explícita en el artículo 3.º, inciso 

IV24,  el cual determina que la reparación integral se debe efectuar con obediencia al 

principio de la centralidad del sufrimiento de la víctima, de modo que se garantice que 

ellas  son las  protagonistas  en  la formulación  de  las  respuestas  a  las  violaciones 

sufridas.

El artículo 9.º, inciso II25, refuerza esta directriz al imponer a la Nación, a 

los  Estados,  al  Distrito  Federal  y  a  los  Municipios  la  obligación  de  actuar  en 

conformidad con la centralidad del sufrimiento de la víctima, lo  que  garantiza que 

la prevención y la reparación de las violaciones  estén estructuradas a partir  de la 

perspectiva de los que resultaron impactados directamente. Asimismo, el artículo 11, 

inciso XII26, consolida este principio, al reconocerlo como un derecho de las personas, 

de  los  grupos  y  de  las  comunidades  afectadas  y establecerlo como  el  eje que 

estructura el modelo de reparación integral adoptado por el proyecto.

Como se puede advertir, la noción de la centralidad del sufrimiento de la 

víctima  dota de protagonismo a las personas y a las comunidades afectadas  y les 

garantiza una  voz  activa  en  la  creación  de  los  mecanismos  de  prevención,  de 

reparación integral y de garantías de no repetición. Tradicionalmente, la construcción 

24 «Art. 3.º. Son principios y directrices que pautan la aplicación de esta ley: (…)

IV. El derecho de las personas y de las comunidades afectadas a la reparación integral en virtud de las violaciones de 
Derechos  Humanos  cometidos  por  empresas,  para  lo  que  se  deberá  observar el  principio  de  la  centralidad  del 
sufrimiento de la víctima;».
25 «Art. 9.º. La Nación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios deben adoptar las medidas previstas en el art. 
5.º por medio de políticas públicas, en el ámbito y límites de sus competencias, normas y regulaciones oportunas, entre 
ellas:
(...)
II - Actuar  con la intención de reparar integralmente las violaciones, para lo que  hará prevalecer el principio de la 
centralidad del sufrimiento de la víctima, el cual  determina el protagonismo de los individuos o de las comunidades 
afectadas en la elaboración de los mecanismos de prevención, de reparación integral y de garantías de no repetición;».
26 «Art. 11. Se consideran derechos de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas por violaciones o  
potenciales violaciones de derechos humanos: (…)
XII – La centralidad del sufrimiento de la víctima;».
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de  las  políticas  de  mitigación  de  los  impactos  empresariales  tiene  lugar sin  la 

participación efectiva de las víctimas, lo que consolida desigualdades estructurales y 

perpetúa un modelo de desarrollo excluyente. Al invertir esa lógica, el PL en cuestión 

establece  una  base  normativa  que  promueve  la  justicia  restaurativa  y  el 

reconocimiento  de  la  dignidad  de  los  afectados,  además  de  asegurar que  su 

experiencia y su conocimiento sean centrales en el diseño de las respuestas estatales 

y corporativas a las violaciones de derechos humanos.

La formulación de este abordaje encuentra respaldo en la jurisprudencia 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,  la cual ya reconoció en diversas 

decisiones la necesidad de garantizarles a las víctimas un papel activo en los procesos 

de reparación, como, por ejemplo, en los casos Pueblo Kaliña y Lokono Vs. Surinam y 

Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. En estos enjuiciamientos, la Corte 

IDH puso énfasis en la necesidad de situar a los afectados en el centro de la toma de 

decisiones  sobre  las  medidas  de  compensación,  lo  que  garantiza su  efectiva 

participación en la formulación e implementación de las políticas de reparación.

A propósito del desarrollo del concepto de la centralidad del sufrimiento 

de la víctima dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y en la Corte 

Internacional  de  Justicia  (CIJ),  se  ha de  mencionar el  papel  del  jurista  brasileño 

Antônio Augusto Cançado Trindade. Durante su mandato como Magistrado en la Corte 

IDH (1995-2006),  Cançado  Trindade  consolidó el  entendimiento de que la  víctima 

debe ser el principal sujeto de protección y de reparación en los casos de violaciones 

de derechos humanos. Según él, la jurisdicción internacional no debería limitarse a un 

debate entre Estados,  sino que tendría que garantizarles  a  las  víctimas justicia  y 

dignidad. Asimismo, fue uno de los responsables de ampliar el derecho de las víctimas 

a ser  consultadas y a presentar alegaciones directamente  ante el tribunal,  lo  que 

consolida el principio de que la justicia internacional debería ser un instrumento de 

reparación y no  solo de sanción al  Estado.  En su calidad de  Magistrado de la CIJ 

(2009-2021), continuó promoviendo esa visión  mediante la que se defiende que la 

dignidad humana debe ser el principio orientador de la justicia internacional.

Más allá de  la  centralidad  del  sufrimiento  de  la  víctima,  el  PL  n.º 

572/2022 avanza al establecer el nivelamiento por arriba y el cuidado para no tocar 

fondo, pues determina que las empresas transnacionales adopten, entre las normas 
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de todos los países en los que operan, las que garanticen una mayor protección a los 

derechos  humanos,  independientemente del  lugar en el que se haya  producido el 

perjuicio.  El artículo 6.º, XVIII27 establece que las empresas transnacionales deben 

adoptar,  entre  todas las  normas  de  los  países  en  los  que  operan,  aquellas que 

garanticen una mayor protección de los derechos humanos, independientemente del 

lugar donde  se  produzca  el perjuicio.  Esta disposición pretende evitar  que  las 

empresas transnacionales se valgan de las lagunas reguladoras o de las normas con 

menor nivel de protección de determinados países como una forma para reducir los 

costos y ampliar su margen de lucro, frecuentemente, a costa de derechos humanos 

fundamentales.  De esta forma, se  garantiza que las empresas siempre cumplan el 

estándar normativo más elevado, lo que impide lo que se puede denominar como 

«una carrera para tocar fondo», situación en la que la competición entre los países y 

los  mercados  provoca una flexibilización  de  derechos  con  el  objeto  de atraer 

inversiones.

El mecanismo en cuestión representa un avance significativo al consolidar 

la necesidad de un nivelamiento por arriba, lo que garantiza que se apliquen en todo 

el mundo, en el ámbito de las actividades de la empresa, las normas con mayor nivel 

de protección, en vez de hacerlo exclusivamente en las jurisdicciones en las que las 

regulaciones  son más  rigurosas.  De  esta  forma,  el  PL  n.º  572/2022  además  de 

impedir que  las  empresas  hagan  uso  de la  heterogeneidad de las  regulaciones 

globales como una estrategia para la disminución de los costos operacionales gracias 

a  unos estándares  de  derechos  humanos  menos  estrictos,  también refuerza  la 

responsabilidad de las corporaciones para que operen dentro de un modelo de respeto 

a los derechos humanos que no esté supeditado a intereses comerciales.

Otro avance esencial del proyecto, adecuado a la realidad brasileña, es el 

fortalecimiento del control externo de la actividad empresarial.  El PL n.º  572/2022 

menciona e incorpora el control externo de la actividad empresarial en el artículo 11, 

V28, al prever que la fiscalización de la actividad empresarial la realicen sindicatos, el 

27 «Art.  6.º.  Las  empresas  deben  promover,  respetar  y  garantizar  los  Derechos  Humanos  en  el  contexto  de  sus 
actividades, para lo que pautarán su actuación en función de las siguientes directrices: (…)
XVIII- Deber de las empresas transnacionales de adoptar, entre todas las normas de los países en los que operan,  
aquellas  que  garanticen  una  mayor  protección  de  los  derechos  humanos,  independientemente  del  lugar  donde  se 
produzca el perjuicio;».
28 «Art. 11.  Se consideran derechos de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas por violaciones o 
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Ministerio Público y la Defensoría Pública,  lo que garantiza que estas instituciones 

jueguen un papel activo en la supervisión del cumplimiento de la función social de la 

empresa  (Constitución Federal,  art.  173,  §  1.º,  I29),  de  la  propiedad  (Constitución 

Federal, art. 5.º, XXIII30; art. 170, III31; art. 182, § 2.º32; art. 184, caput33 y art. 18634) 

y de los contratos (Código Civil, art. 42135), lo que refuerza la necesidad de que la 

actuación  empresarial  esté subordinada  a  imperativos  de  justicia  social  y  de 

sustentabilidad.

2.2.2. Aprovechamiento  y  expansión  de  figuras  jurídicas  previamente 

potenciales violaciones de derechos humanos: (…)
V -  La garantía del control externo de la actividad empresarial por medio de la fiscalización tanto de los sindicatos 
como de las demás organizaciones profesionales, del Ministerio Público y de la Defensoría Pública;».
29 «Art.  173.  Con  excepción  de  los  casos  previstos  en  esta  Constitución,  la  explotación  directa  de  actividades 
económicas por parte del Estado solo se permitirá cuando sea necesario por imperativos de la seguridad nacional o de  
interés colectivo relevante, en conformidad a como se establezca por ley.
§  1.º  La  ley  establecerá  el  estatuto  jurídico  de  la  empresa  pública,  de  la  sociedad  de  economía  mixta  y  de  sus 
subsidiarias  que exploten actividades económicas de producción o comercialización de bienes o de prestación de 
servicios, para lo que dispondrá:
I – su función social y formas de fiscalización por parte del Estado y de la sociedad;».

30 «Art. 5.º Todos son iguales ante la ley, sin distinciones de ninguna naturaleza, garantizándose a los brasileños y a los  
extranjeros residentes en el País la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la  
propiedad, en los siguientes términos: (…)
XXIII – la propiedad cumplirá su función social;».
31 «Art. 170. El orden económico, basado en la valoración del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por fin  
asegurar a todos una existencia digna, de acuerdo con los preceptos de la justicia social, para lo que se observarán los  
siguientes principios:
III – la función social de la propiedad;».
32 «Art. 182. La política de desarrollo urbanístico, ejecutada por el Poder Público municipal, conforme las directrices 
generales  fijadas  en  la  ley,  tiene  por  objeto  ordenar  el  pleno desarrollo  de  las  funciones  sociales  de  la  ciudad  y  
garantizar el bienestar de sus habitantes. (…)
§  2.º  Párrafo  2.  La  propiedad  urbana  cumple  su  función  social  cuando  cumple  las  exigencias  fundamentales  de 
ordenación de la ciudad expresadas en el plan director.». 
33 «Art. 184. La Unión tiene la facultad de expropiar por razón de interés social y en cumplimiento de los fines de la  
reforma agraria, los inmuebles rurales que no estén cumpliendo su función social, mediante una indemnización previa y 
justa en títulos de deuda agraria, con cláusula de preservación de su valor real, canjeables en un plazo máximo de veinte  
años a partir del segundo año de su emisión y cuyo uso estará definido por ley.».
34 «Art. 186. La función social se cumple cuando la propiedad rural satisface los siguientes requisitos simultáneamente 
y según los criterios y grados de exigencia establecidos por ley:
I – el aprovechamiento racional y adecuado;
II – el uso adecuado de los recursos naturales disponibles y la preservación del medio ambiente;
III – el acatamiento de las disposiciones que regulan las relaciones laborales;
IV – la explotación que favorezca el bienestar de los propietarios y de los trabajadores.».
35 «Art. 421. La libertad contractual se ejercerá dentro de los límites de la función social del contrato.
Párrafo  único.  En  las  relaciones  contractuales  privadas,  prevalecerán  el  principio  de  la  intervención  mínima  y  la 
excepcionalidad de la revisión contractual.».
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consolidadas en el ordenamiento jurídico brasileño

El PL n.º 572/2022 se destaca igualmente por no pretender «reinventar 

la  rueda»,  sino por  expandir  y  perfeccionar  figuras  jurídicas  ya existentes  en  el 

ordenamiento jurídico brasileño. En vez de simplemente crear  dispositivos jurídicos 

inusitados, cuya aplicación práctica podría  ocasionar unas consecuencias difíciles de 

prever,  con perjuicio  para la seguridad jurídica, la propuesta  persigue consolidar y 

ampliar mecanismos que ya demostraron efectividad en la protección de los derechos 

humanos, lo que garantiza que su aplicación sea más amplia y equitativa.

Uno de los ejemplos más emblemáticos y significativos de este abordaje 

es  el  de  la  figura  jurídica  de  la  consulta  libre,  previa  e informada,  prevista 

originalmente en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)36, 

que en el derecho brasileño se viene aplicando específicamente a pueblos indígenas y 

a comunidades tradicionales. El PL n.º 572/2022 amplía el alcance de ese mecanismo 

al extender  su  aplicación  a  todas  las  personas  y  comunidades  afectadas  por 

actividades  empresariales,  lo  que  consolida su  importancia  en cuanto instrumento 

esencial para garantizar una mayor protección y participación social.

El proyecto  dispone sobre la consulta libre, previa  e informada en  sus 

artículos 3.º, V37 y 11, VI38. El artículo 3.º, inciso V, establece que la consulta previa, 

libre, informada y de buena fe deben estar garantizada para las personas afectadas, 

de modo que se les asegurará su derecho al consentimiento con los emprendimientos 

que puedan ocasionar un impacto en ellas. En esa misma línea, el artículo 11, inciso 

VI, prevé que la consulta previa, libre, informada y de buena fe es un derecho de las 

personas  afectadas,  de  modo que  se  les  garantizará  su  derecho  a  vetar  los 

36 Incorporada  al  ordenamiento  jurídico  brasileño  por  medio  del  Decreto  n.º  5.051,  de  19  de  abril  de  2004. 
Posteriormente, dicho decreto fue revocado y sustituido por el Decreto n.º 10.088, de 5 de noviembre de 2019, el cual 
ratificó la incorporación del convenio al derecho interno de Brasil y garantizó su aplicación en el país.

37 «Art. 3.º. Son principios y directrices que pautan la aplicación de esta ley: (…)
El derecho de consulta previa, libre, informada y de buena fe a las personas afectadas, para lo que se  asegurará el 
derecho al consentimiento;».
38 «Art. 11. Se consideran derechos de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas por violaciones o  
potenciales violaciones de derechos humanos: (…)
VI - La consulta previa, libre, informada y de buena fe a los indígenas, a las comunidades quilombolas y a los pueblos y  
comunidades tradicionales afectadas por la actividad empresarial, para lo que se garantizará su derecho a vetar los 
emprendimientos en sus territorios, su derecho al consentimiento, así como el respeto y la promoción de los protocolos 
de consulta elaborados por las comunidades;».
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emprendimientos  que  afecten  a  sus  territorios  y  se  respetarán  los  protocolos  de 

consulta  elaborados  por  las  comunidades.  Estas  disposiciones  garantizan  la 

participación  activa  en  los  procesos  de  toma  de  decisiones  de  las  poblaciones 

impactadas  y evita  la  implementación  de  grandes  emprendimientos  sin la debida 

consideración a sus derechos e intereses.

La ampliación de la consulta libre, previa e informada hace que se supere 

una  laguna  normativa  existente  en  Brasil,  donde  proyectos  de  gran  impacto 

socioambiental  progresan  con  frecuencia sin  que  las  poblaciones  afectadas  hayan 

tenido la oportunidad de participar activamente en el proceso de toma de decisiones. 

Es importante resaltar que, según la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos,  consolidada a partir de casos como el del  Pueblo Saramaka Vs. 

Surinam y el de los Pueblos Indígenas Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, el derecho a 

la  consulta  previa  no  se  puede  reducir a  un  procedimiento  formal  o  meramente 

informativo,  sino que debe garantizar  la efectiva participación de las comunidades 

afectadas  en  la  toma  de  decisiones  sobre  los  proyectos  que  impacten en  sus 

territorios y modos de vida.

En paralelo, el texto del PL también incorpora, con el fin de fortalecer el 

acceso a la justicia y prevenir la impunidad corporativa, otros instrumentos procesales 

destinados  a  la  reducción  de  las  asimetrías,  como  la  desconsideración  de  la 

personalidad jurídica, la inversión de la  carga de la prueba y la responsabilidad 

penal de la persona jurídica.

El instituto de la desconsideración de la personalidad jurídica, previsto en 

el artículo 18, VII39, impide que las empresas se valgan de su estructura societaria 

para  eludir sus  responsabilidades,  lo  que  permite  que  los  bienes  de  los  socios  y 

controladores se vean afectados cuando se produzca un abuso de la  personalidad 

jurídica  para  incumplir  obligaciones  o  dificultar  la  reparación  de  daños.  Este 

mecanismo ya está consagrado en el derecho del consumidor (Código de Defensa del 

39 «Art. 18. Se utilizarán como mecanismos de responsabilización, entre otros que no están previstos en la relación que 
se incluye a continuación a modo de ejemplo: (…)
VII- La desconsideración de la persona jurídica, tal y como ya se prevé en el Código de Defensa del Consumidor;».
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Consumidor, art. 2840) y en el derecho ambiental (Ley n.º 9.605/1998, art. 4.º41), y su 

incorporación  al PL n.º 572/2022 fortalece la posibilidad de una responsabilización 

efectiva de las empresas implicadas en violaciones de derechos humanos.

Otro  elemento  esencial  para  garantizar  el  acceso  a  la  justicia  es  la 

inversión de la carga de la prueba, prevista en el artículo 11, I42, mediante el que 

se reconoce la hiposuficiencia de las víctimas de violaciones empresariales respecto a 

las grandes corporaciones y determina que, en los casos en los que la imposibilidad 

de producción de la prueba pueda dificultar el acceso a la justicia,  la carga de la 

prueba recaiga  en la empresa. Este mecanismo,  que ya se aplica en el derecho del 

consumidor  (Código  de  Defensa  del  Consumidor,  art.  6.º,  VIII43),  evita  que  las 

víctimas se vean perjudicadas por la asimetría de la información y de los recursos que 

normalmente favorece a las empresas en los procesos judiciales. Con esta previsión, 

el  PL  garantiza que  la responsabilidad de demostrar la adopción de medidas para 

prevenir y mitigar las violaciones recaiga en las empresas, lo que garantiza la igualdad 

de armas entre las partes y, en consecuencia, el debido proceso legal.

Además, el  proyecto prevé la  responsabilidad penal de la persona 

40 «Art. 28. El juez podrá desconsiderar la personalidad jurídica de la sociedad cuando se cometa, en detrimento del 
consumidor, abuso de derecho, exceso de poder, infracción de la Ley, hecho o acto ilícito o violación de los estatutos o 
del contrato social. La desconsideración también se llevará a efecto cuando se produzca quiebra, estado de insolvencia,  
cierre o inactividad de la persona jurídica provocados por una mala administración.
§ 1.º (Vetado).
§ 2.º Las sociedades integrantes de grupos societarios y las sociedades controladas son responsables subsidiarias por las 
obligaciones derivadas de este código.
§ 3.º Las sociedades integrantes de un consorcio son responsables solidarias por las obligaciones derivadas de este 
código.
§ 4.º Las sociedades asociadas solo responderán en la medida de su culpabilidad.
§ 5.º También se podrá desconsiderar la persona jurídica siempre que su personalidad represente de alguna forma un 
obstáculo para el resarcimiento de los perjuicios causados a los consumidores.».
41 «Art. 4.º Se podrá desconsiderar la persona jurídica siempre que su personalidad represente de alguna forma un  
obstáculo para el resarcimiento de los perjuicios causados a la calidad del medio ambiente.».
42 «Art. 11. Se consideran derechos de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas por violaciones o  
potenciales violaciones de derechos humanos:
I – El reconocimiento de la hiposuficiencia de los afectados y afectadas respecto a las empresas, por lo que se aplicará  
la inversión de la carga de la prueba en los casos en que la imposibilidad de su producción pueda dificultar el acceso a  
la justicia;».
43 «Art. 6.º Son derechos básicos del consumidor: (…)
VIII - la facilitación de la defensa de sus derechos, lo que incluye la inversión a su favor de la carga de la prueba en el 
proceso civil,  cuando,  a  criterio  del  juez,  la  alegación  sea verosímil  o  cuando  sea  hiposuficiente  según las  reglas 
ordinarias de experiencias;».
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jurídica, tal y como se establece en el artículo 5.º, §2.º44, en el que se determina que 

las empresas estarán sujetas a responsabilización civil, administrativa y penal, cuando 

sus  actividades  tengan  como  resultado  violaciones  de  derechos  humanos.  Esta 

disposición corrobora que la impunidad corporativa debe ser combatida por medio de 

sanciones efectivas y proporcionales a la gravedad de los daños causados, lo cual 

complementa a  la ya existente responsabilización penal de la persona jurídica en el 

derecho ambiental (Ley n.º 9.605/1998, art. 3.º45).

Estos mecanismos garantizan que el acceso a la justicia no se frustre en 

virtud de  estrategias  jurídicas  utilizadas  para  evitar  la  responsabilización,  lo  que 

asegura  que  las  víctimas  de  las  violaciones  empresariales  dispongan de  medios 

eficaces para obtener reparación y justicia.

Al consolidar estos instrumentos procesales en un único marco 

normativo, el PL n.º 572/2022 lleva a efecto un significativo avance para la 

reducción  de  las  desigualdades  estructurales  entre  las  empresas  y  las 

personas  y  las  comunidades  afectadas,  de  forma  que  previene  abusos  y 

garantiza  que  la  actividad  empresarial  se  adecúe a  los  principios  de  la 

dignidad humana y de la justicia social.

Por  último,  se  ha  de  destacar  que  el  PL  n.º  572/2022  adopta  la 

responsabilidad de las corporaciones por violaciones de derechos humanos 

en su cadena de valor, un avance fundamental para garantizar que las empresas 

respondan por los daños causados a lo largo de toda su estructura productiva. Este 

concepto,  ya reconocido  en  la  legislación  brasileña  en  lo  referente a  los  daños 

ambientales, mediante la figura del contaminador indirecto (Ley n.º 6.938/1981, art. 

3.º,  IV46),  así  como mediante la responsabilidad por el  incumplimiento de normas 

44 «Art.  5.º.  Las empresas con domicilio o económicamente activas en territorio brasileño son responsables  de las 
violaciones de Derechos Humanos causadas directa o indirectamente a causa de sus actividades. (…)
§ 2.º  Las empresas deben adoptar mecanismos de control, prevención y reparación capaces de identificar y prevenir 
violaciones  de  Derechos  Humanos  resultantes de  sus  actividades,  sin  perjuicio  de  su  responsabilidad  civil, 
administrativa y penal cuando dichas violaciones se produzcan.».
45 «Art. 3.º Las personas jurídicas serán responsabilizadas administrativa, civil y penalmente en conformidad a como se 
dispone en esta Ley, en los casos en los que la infracción se cometa por decisión de su representante legal o contractual,  
o de su órgano colegiado, en interés o beneficio de su entidad.
Párrafo único. La responsabilidad de las personas jurídicas no excluye la de las personas físicas, autoras, coautoras o 
partícipes en el mismo hecho.».

46 «Art 3.º - Para los fines previstos en esta Ley, se entiende por: (…)
IV - contaminador, a la persona física o jurídica, de derecho público o privado, responsable, directa o indirectamente, de 
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sanitarias y de seguridad laboral (Ley n.º 6.019/1974, art. 9.º, §1.º47), es ampliado 

por el PL n.º 572/2022 para contemplar todas las violaciones de derechos humanos 

que  puedan ocurrir  a  lo  largo  de  la  cadena  productiva  de  una  empresa, 

independientemente de la existencia de un vínculo contractual directo.

Este abordaje encuentra respaldo en el artículo 5.º, caput y §1.º48, en el 

que  se  establece  la  responsabilidad  objetiva  de  las  empresas  por  las 

violaciones  de  derechos  humanos  resultantes  de  sus  actividades y 

operaciones, incluyendo las efectuadas por terceros en su cadena de valor. El 

artículo  6.º,  XII49,  refuerza  esta  previsión  al  determinar  que  la  empresa  debe 

garantizar  que  sus  subsidiarias,  sus  suministradores  y  sus  contratadas  actúan en 

conformidad con los derechos humanos, así como que la ausencia de control directo 

sobre un  eslabón de la cadena productiva no se puede utilizar como pretexto para 

eximirse de la responsabilidad. Asimismo, el artículo 18, I50, en combinación con el 

artículo 5.º, § 1.º51, prevé explícitamente la posibilidad de aplicar sanciones y medidas 

una actividad que cause degradación ambiental;».
47 «Art. 9.º  El contrato celebrado por la empresa de trabajo temporal y la tomadora de los servicios se efectuará por 
escrito y quedará a disposición de la autoridad fiscalizadora, en el establecimiento de la tomadora de los servicios y en 
él constará: (…)
§ 1.º Es responsabilidad de la empresa contratante garantizar las condiciones de seguridad, higiene y salubridad de los  
trabajadores, cuando el trabajo sea realizado en sus dependencias o en el lugar que ella designe.».
48 «Art.  5.º.  Las empresas con domicilio o económicamente activas en territorio brasileño son responsables de las  
violaciones de Derechos Humanos causadas directa o indirectamente por sus actividades.
§ 1.º La responsabilidad en virtud de la violación es solidaria y se extiende a través de toda la cadena de producción, lo  
que incluye a la empresa controladora,  a las empresas controladas, así  como a los inversores públicos y privados, 
incluidas las subcontratadas, las filiales, las subsidiarias, las instituciones económicas y financieras con actividad fuera  
del  territorio  nacional,  y  las  entidades  económicas  y  financieras  nacionales  que  participen  ya  sea  invirtiendo  o  
beneficiándose de cualquiera de las etapas del proceso productivo, incluso cuando no exista una relación contractual 
formal».
49 «Art.  6.º.  Las  empresas  deben  promover,  respetar  y  garantizar  los  Derechos  Humanos  en  el  contexto  de  sus 
actividades, para lo que pautarán su actuación en las siguientes directrices: (…)
XII - Publicar, en un lugar de fácil acceso, la estructura de la gestión corporativa y sus políticas de promoción y defensa  
de los derechos humanos e informar quiénes son los responsables de la toma de decisiones y sus respectivos papeles en  
la cadena de producción;».
50 «Art. 18. Se utilizarán como mecanismos de responsabilización, entre otros que no están previstos en la relación que 
se incluye a continuación a modo de ejemplo: (…)
I - cese o suspensión de las actividades que desarrollen las empresas relacionadas con la violación o con el riesgo de 
violación hasta que adopten las debidas medidas de reparación y prevención.».
51 «Art.  5.º.  Las empresas con domicilio o económicamente activas en territorio brasileño son responsables de las  
violaciones de Derechos Humanos causadas directa o indirectamente por sus actividades.
§ 1.º La responsabilidad en virtud de la violación es solidaria y se extiende a través de toda la cadena de producción, lo  
que incluye a la empresa controladora,  a las empresas controladas, así  como a los inversores públicos y privados, 
incluidas las subcontratadas, las filiales, las subsidiarias, las instituciones económicas y financieras con actividad fuera  
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de reparación contra las empresas que se beneficien directa o indirectamente de las 

violaciones cometidas a lo largo de su estructura productiva.

La responsabilidad  en  la  cadena  de  valor  refleja un  creciente 

reconocimiento  de  que  la  actuación  empresarial  no  se  puede  analizar de  forma 

aislada,  sino que  hay  que  hacerlo  dentro  de  un  contexto  de  interdependencia 

económica que frecuentemente  conlleva tercerizaciones,  subcontrataciones y  redes 

globales  de  suministradores.  Al establecer  este  modelo  de  responsabilización 

ampliada, el PL n.º 572/2022 supera lagunas históricas en el ordenamiento jurídico 

brasileño  y garantiza que  las  empresas  no  puedan eximirse  de  sus  obligaciones 

mediante  la  fragmentación  de  sus  operaciones  o  por  medio  de  contratos  que 

tercerizan actividades esenciales en las que, sin embargo, la empresa continúa siendo 

la beneficiaria final de la violación de derechos humanos.

2.2.3. Aportes basados en la experiencia

Las  innovaciones  responsables  promovidas  por  el  PL  n.º  572/2022 

también son resultado de su proceso de construcción participativa, con abundantes 

consultas  populares  y  la  participación directa de  víctimas  y  de  los  afectados  por 

violaciones empresariales. A partir de esas experiencias concretas,  se incorporaron 

herramientas jurídicas esenciales para enfrentar la impunidad corporativa y reducir las 

asimetrías de poder entre las empresas y las comunidades impactadas.

Entre  esas  innovaciones,  destaca  la  incorporación  de  las  Asesorías 

Técnicas Independientes (ATI), previstas en el artículo 6.º, XV52, en el art. 9.º, III53, 

del  territorio  nacional,  y  las  entidades  económicas  y  financieras  nacionales  que  participen  ya  sea  invirtiendo  o  
beneficiándose de cualquiera de las etapas del proceso productivo, incluso cuando no exista una relación contractual 
formal».
52 «Art.  6.º.  Las  empresas  deben  promover,  respetar  y  garantizar  los  Derechos  Humanos  en  el  contexto  de  sus 
actividades, para lo que pautarán su actuación en función de las siguientes directrices: (…)
XV - Garantizar el acceso a asesorías técnicas independientes para las poblaciones afectadas por un desastre, por medio  
del pago de esta contratación, para lo que proporcionarán todas las condiciones para la realización de los trabajos y no  
interferirán  en  la  elección  de  dichas  entidades,  algo  que  las  propias  personas  afectadas  deberán  realizar 
democráticamente;».
53 «Art. 9.º. La Nación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios deben adoptar las medidas previstas en el art. 
5.º por medio de políticas públicas, en el ámbito y límites de sus competencias, normas y regulaciones oportunas, entre 
ellas: (…)
III – Además de la obligación de las empresas, garantizar subsidiariamente, una asesoría técnica independiente para las 
personas afectadas por violaciones de derechos humanos  cometidas por empresas, con el fin de asegurar estructura 
técnica y logística para una adecuada participación, las cuales deberán ser escogidas por las personas afectadas y cuyo 
coste correrá a cargo del emprendedor violador;».



PGR-00069964/2025

MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL
FISCALÍA FEDERAL DE LOS DERECHOS DE LOS CIUDADANOS

en el artículo 14, IV y V54, y en el artículo 19, I55, las  cuales garantizan un soporte 

técnico y jurídico a las comunidades afectadas, lo que permite que cuenten con unas 

adecuadas  condiciones  de  participación  en  los  procesos  de  reparación  y 

compensación.

Inspiradas en los procesos de reparación de los daños causados por  la 

ruptura de las represas de Fundão, en Mariana/Minas Gerais, y de la Mina del Córrego 

do Feijão, en Brumadinho/Minas Gerais, las ATI garantizan que las víctimas puedan 

comprender por completo sus derechos, así como negociar con las empresas en una 

situación más próxima a la igualdad, lo que evita que a las comunidades afectadas se 

les impongan decisiones unilaterales.

El proyecto también prevé la creación de un Fondo de Reparación, lo 

que se dispone en los  artículos  13 y  1456,  que  asegura recursos  financieros  para 

54 «Art. 14 -. El Fondo del que trata el art. 13 tendrá entre otros objetivos generales: (…)
IV -  Contratación  y  Soporte  de Asesoría  Técnica  Independiente  para  la  actuación del  equipo de  atendimiento de 
emergencia;
V - Garantía de asesoría para la elaboración de un sistema de reparación de daños;».
55 «Art. 19. En la hipótesis de que se propongan y se negocien, en la esfera extrajudicial o judicial, acuerdos entre el  
Poder Público y personas jurídicas violadoras de Derechos Humanos, referentes a daños causados a la colectividad que 
se hayan cometido en el contexto de la actividad empresarial, dicha práctica debe guiarse por la búsqueda de soluciones 
que garanticen los derechos humanos, para lo que se deberán observar las reglas que se refieren a continuación:
I - Consulta, interlocución y participación de los trabajadores y trabajadoras, de entidades sindicales, de las personas y 
comunidades afectadas, de sus apoyadores y de asesorías técnicas, en la creación de las instancias y procedimientos a  
ser adoptados para soluciones que garanticen los Derechos Humanos;».
56 «Art. 13 - Cuando exista la obligación de reparar, la empresa violadora deberá crear un Fondo destinado al pago de 
las necesidades básicas de las personas, de los grupos y de las comunidades afectadas, hasta el momento en el que se  
consolide el proceso de reparación integral de los daños causados.
I - El 50 % del Fondo estará gestionado por representantes de las comunidades afectadas, un 25 % por representantes 
del Estado, y el 25% restante por representantes de la Defensoría Pública;
II - El Ministerio Público actuará exclusivamente en la condición de fiscal de la ejecución y de la gestión del Fondo.
III - El Fondo servirá como una garantía de caución para el cumplimiento de las medidas de emergencia y de reparación 
de las comunidades afectadas.
Párrafo Único.  Mientras que el fondo no  se haya regulado, el dinero  se depositará en un establecimiento oficial de 
crédito, en una cuenta sujeta a corrección monetaria, que estará administrada por el juzgado responsable de dirimir la 
acción de reparación de daños.
Art. 14 -. El Fondo del que trata el art. 13 tendrá entre otros objetivos generales:
I – El suministro de recursos para la ayuda financiera de emergencia a la población afectada con el fin de garantizar su 
subsistencia;
II - Cumplimiento de las exigencias sanitarias prioritarias que sean resultantes de los actos causados por la violación de 
derechos humanos;
II - Suministro de agua potable, en los casos en los que las fuentes utilizadas previamente para el abastecimiento de las 
comunidades estén comprometidas;
IV -  Contratación  y  Soporte  de Asesoría  Técnica  Independiente  para  la  actuación del  equipo de  atendimiento  de 
emergencia;
V - Garantía de asesoría para la elaboración de un sistema de reparación de daños;
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garantizar  una  reparación  integral  de  los  daños  causados  por  violaciones 

empresariales.  La  gestión  de  este  fondo  cuenta con  la  participación  de  las 

comunidades afectadas, lo que permite que los propios afectados tengan voz activa en 

el destino de los recursos y en la formulación de las medidas compensatorias. La 

existencia de este mecanismo evita que la reparación dependa exclusivamente de la 

situación financiera de las empresas responsables y garantiza celeridad y efectividad 

en la reconstrucción de los derechos violados. De esta forma, el fondo se muestra 

fundamental para garantizar no solo indemnizaciones monetarias, sino también otras 

medidas de reparación, como la rehabilitación social y medidas estructurales  de no 

repetición.

Otra  innovación  relevante  es  la  carencia obligatoria,  lo  que  se 

establece en el  artículo  19,  IX57,  que impide que los  agentes públicos  que  hayan 

actuado directamente en la negociación de los acuerdos relacionados  con casos de 

violaciones de derechos humanos cometidos por empresas  no puedan comenzar a 

actuar  para las mismas  durante un período de cinco años. Esta medida es esencial 

para prevenir el fenómeno de las puertas giratorias,  cuando reguladores y gestores 

públicos  se cambian al sector privado  justo después de haber adoptado decisiones 

estratégicas sobre los mismos casos en los que comienzan a actuar  en calidad de 

representantes  empresariales.  La  carencia  pretende reforzar  la  integridad  de  la 

gestión pública y evitar conflictos de interés que puedan comprometer la imparcialidad 

de las decisiones estatales en la fiscalización y responsabilización de empresas  en 

virtud de violaciones de derechos humanos.

Por  consiguiente,  el  PL  n.º  572/2022  se  aleja  de  las  soluciones 

normativas  insuficientes  basadas  en  la  autorregulación  y  en  la  voluntariedad 

empresarial,  pues  adopta  un  modelo  innovador  que  impone  deberes  jurídicos 

VI - Garantía del acceso a internet, al desplazamiento y alimentación  de los líderes comunitarios en los procesos de 
negociación con las empresas y con el Poder Público;
VII- Otras demandas específicas que presenten las personas, las comunidades y los grupos afectados.».
57 «Art. 19. En la hipótesis de que se propongan y se negocien, en la esfera extrajudicial o judicial, acuerdos entre el  
Poder Público y personas jurídicas violadoras de Derechos Humanos, referentes a daños causados a la colectividad que 
se hayan cometido en el contexto de la actividad empresarial, dicha práctica debe guiarse por la búsqueda de soluciones 
que garanticen los derechos humanos, para lo que se deberán observar las reglas que se refieren a continuación: (…)
IX - Prohibición de que los agentes públicos que hayan actuado al frente de la negociación actúen en esos mismos casos  
como representantes de actores privados, por lo que se establece la obligatoriedad del cumplimiento de un período de  
impedimento de 5 años.».
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concretos  y  adecuados a  las  necesidades  del  contexto  brasileño.  Su  carácter 

diferencial reside en la combinación de la actualización normativa, el aprovechamiento 

de  mecanismos  jurídicos  consolidados  y  la  incorporación  de  instrumentos 

desarrollados a partir de la experiencia práctica de víctimas y especialistas, de modo 

que se consolida como un marco regulador eficaz y adaptado a las particularidades de 

la realidad nacional.

3. Proyecto  de  Ley  n.º  572/2022 de  la  Cámara  de  los  Diputados:  p  u  ntos   

susceptibles   de ser   mejorados  

El PL n.º 572/2022, tal y como se ha puesto de manifiesto, representa un 

avance significativo  en  la  regulación  de  la  actuación  empresarial  en  materia  de 

derechos  humanos,  pues  hace  que  se  superen lagunas  normativas  y  que  se 

establezcan directrices para la debida diligencia y responsabilización de las empresas.

No  obstante,  al  igual  que cualquier  otro  marco  regulador  complejo, 

existen aspectos que pueden ser mejorados con el fin de garantizar tanto una mayor 

claridad normativa como que se logren por completo los propósitos que se persiguen 

con la norma. En este sentido, la armonización de la terminología utilizada a lo largo 

del  texto  y  la  definición  explícita de  los  conceptos  clave  pueden  reducir  las 

ambigüedades interpretativas, lo que facilita la aplicación de la ley sin comprometer 

los objetivos de prevenir y mitigar los impactos adversos para los derechos humanos.

Asimismo, la diferenciación de las obligaciones empresariales en función 

del tamaño de la empresa y del sector en el que actúa abre la posibilidad de que el PL 

sea más proporcional y eficiente, lo que facilita el equilibrio entre la protección de los 

derechos humanos y la sustentabilidad económica.

La  mejora de  esas  disposiciones permitirá  que  la  norma  logre su 

propósito  de  fortalecer  la  protección  de  los  derechos  humanos  en  el  contexto 

empresarial, lo que garantiza que las empresas cumplan con su función social.

3.1. Adopción de terminología uniforme y definición clara de los conceptos

El PL  n.º  572/2022  cuenta  con contribuciones  relevantes  para  la 

regulación  de  la  actuación  empresarial  en  materia  de  derechos  humanos.  Para 
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garantizar  la  plena  efectividad de  sus  disposiciones,  hay aspectos  que se  pueden 

mejorar en  lo  que  se  refiere a  la  adopción  de  una  terminología  uniforme y  a  la 

definición clara de conceptos fundamentales. La previsibilidad y la coherencia en la 

interpretación de las normas son esenciales para  garantizar la seguridad jurídica y 

facilitar la implementación de las obligaciones previstas en el proyecto.

El establecimiento  de  conceptos  claros  es  una  práctica  común en  las 

legislaciones nacionales e internacionales que  tienen como objeto la regulación de 

temas complejos e interdisciplinarios. Normas como la Ley General de Protección de 

Datos  (Ley  n.º  13.709/2018)  y  la  Ley  Brasileña  de  Inclusión  de  la  Persona  con 

Discapacidad (Ley n.º 13.146/2015) incorporan definiciones detalladas con el objeto 

de garantizar una aplicación consistente de sus disposiciones. En e l  caso del PL 

n.º 572/2022, la inclusión de un  instrumento específico para conceptuar términos 

clave  como  «empresa»,  «cadena  de  valor»,  «impactos  adversos» y  «grupos  en 

situación de vulnerabilidad» podría contribuir a una mayor claridad interpretativa, lo 

que facilitaría que se pueda llevar a la práctica.

Otro punto que se puede mejorar se refiere al uso no uniforme de ciertas 

expresiones a lo largo del texto. Por ejemplo, mientras que en el artículo 2.º, párrafo 

único58 se menciona la «cadena de valor», otras disposiciones utilizan conceptos como 

el de  «cadena de producción» y el de  «cadena  de  suministro» (artículo 5.º, §1.º59; 

58 Art. 2.º Son destinatarios de la presente ley los agentes y las instituciones del Estado, incluidos los del sistema de  
justicia,  así  como las  empresas  e  instituciones  financieras  con  actuación  en  territorio  nacional  y/o  con  actividad 
transnacional.
Párrafo  único.  Entre  las  empresas  destinatarias  se  incluyen las  empresas,  sus  subsidiarias,  filiales,  subcontratadas,  
suministradoras y todas las otras entidades en sus cadenas de valor globales.».
59 «Art.  5.º.  Las empresas con domicilio o económicamente activas en territorio brasileño son responsables de las  
violaciones de Derechos Humanos causadas directa o indirectamente por sus actividades.
§ 1.º La responsabilidad en virtud de la violación es solidaria y se extiende a través de toda la cadena de producción, lo  
que incluye a la empresa controladora,  a las empresas controladas, así  como a los inversores públicos y privados, 
incluidas las subcontratistas, las filiales, las subsidiarias, las instituciones económicas y financieras con actividad fuera  
del  territorio  nacional,  y  las  entidades  económicas  y  financieras  nacionales  que  participen  ya  sea  invirtiendo  o  
beneficiándose de cualquiera de las etapas del proceso productivo, incluso cuando ya no exista una relación contractual  
formal».
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artículo 6.º, IV, XII y XIX60; artículo 9.º, XI61; artículo 12, IV y VI62; artículo 20, V63). A 

pesar  de que  esos  conceptos  estén próximos,  su  utilización  sin  una  delimitación 

precisa puede ocasionar interpretaciones divergentes, lo que corrobora la importancia 

de  una  definición  explícita para  garantizar  una  mayor  seguridad  jurídica  en  la 

aplicación de la norma.

Otro aspecto relevante se refiere a la delimitación del ámbito de la ley. El 

artículo 2.º64 establece que el PL se aplica a «empresas e instituciones financieras con 

actuación en territorio  nacional  y/o actividad transnacional»,  aunque no especifica 

cuáles son los criterios que definen una actividad transnacional. En este sentido, sería 

posible  considerar una  formulación  más  detallada  que  estuviera inspirada  en 

instrumentos internacionales,  como  la  propuesta  del  Tratado  Vinculante  sobre 

60 «Art.  6.º.  Las  empresas  deben  promover,  respetar  y  garantizar  los  Derechos  Humanos  en  el  contexto  de  sus 
actividades, para lo que pautarán su actuación en función de las siguientes directrices: (…)
IV -  Respetar  todas las  normas internacionales  y  nacionales  que  prohíban la  explotación del  trabajo  infantil  y  el  
sometimiento a una situación análoga a la esclavitud en toda la cadena productiva; (…)
XII - Publicar, en un lugar de fácil acceso, la estructura de la gestión corporativa y sus políticas de promoción y defensa 
de los derechos humanos e informar quiénes son los responsables de la toma de decisiones y sus respectivos papeles en 
la cadena de producción;»; (…)
XIX- En la hipótesis de que se identifique una violación en curso en la cadena productiva, cesar inmediatamente la  
actividad o actuar para que esa violación cese inmediatamente, haciendo uso de su influencia en la cadena.».
61 «Art. 9.º. La Nación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios deben adoptar las medidas previstas en el art.  
5.º por medio de políticas públicas, en el ámbito y límites de sus competencias, normas y regulaciones oportunas, entre  
ellas: (…)
XI - Establecer, mantener y fortalecer sistemas de alerta temprana y una red de canales de denuncia de violaciones de  
Derechos Humanos cometidas en el contexto de las actividades empresariales para el uso de los suministradores, de los  
trabajadores y trabajadoras y de la comunidad, para lo que se deberá considerar toda la cadena productiva;».
62 «Art. 12.  Las empresas deberán elaborar un  informe de derechos humanos con periodicidad semestral, en el que 
deberá constar: (…)
IV  –  El  compromiso  político  de  la  empresa  de respetar  los  derechos  humanos,  incluyendo  los  laborales  y  los 
ambientales, así como su estrategia con dicho propósito, y en el que debe figurar, como mínimo, la divulgación de la 
expectativa de que todos los participantes en su cadena productiva también respeten los derechos humanos. (…)
VI – La identificación de los riesgos para los Derechos Humanos, incluyendo los laborales y los ambientales, en toda la 
cadena productiva.».
63 «Art. 20. Le compete al Estado la creación de mecanismos para la participación de la sociedad civil y de otros actores 
interesados en la elaboración, implementación y ejecución de las políticas públicas que tratan sobre esta Ley, por medio 
de: (…)
V – Propuestas concretas de monitoreo  e intervención en las cadenas productivas con mayor  riesgo de violación de 
derechos humanos o con más violaciones efectivas;».
64 «Art. 2.º Son destinatarios de la presente ley los agentes y las instituciones del Estado, incluidos los del sistema de 
justicia,  así  como las  empresas  e  instituciones  financieras  con  actuación  en  territorio  nacional  y/o  con  actividad 
transnacional.
Párrafo  único.  Entre  las  empresas  destinatarias  se  incluyen las  empresas,  sus  subsidiarias,  filiales,  subcontratadas,  
suministradoras y todas las otras entidades en sus cadenas de valor globales.»
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Empresas y Derechos Humanos de la ONU, que define las actividades empresariales 

de  carácter  transnacional  sobre la  base  de que  haya tanto  operaciones 

interconectadas  en  diferentes  jurisdicciones  como de  que existan relaciones 

comerciales significativas.

Hay otro punto más que podría  ser mejor detallado,  concretamente, el 

propio concepto de derechos humanos en el contexto del PL n.º 572/2022. A pesar de 

que la propuesta pretenda establecer parámetros claros para la actuación empresarial, 

no  cuenta ni con una definición explícita de cuáles son los derechos humanos  que 

contempla  ni de  una  referencia  explícita  al  conjunto  de  tratados  internacionales 

ratificados por Brasil. La inclusión de una disposición que remita expresamente a los 

instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el país contribuiría 

a encuadrar la norma dentro del compromiso de Brasil en el escenario internacional y 

a evitar dudas de interpretación sobre la extensión de las obligaciones que en ella se 

prevén.

De forma resumida, el Capítulo I del PL n.º 572/2022 probablemente se 

podría mejorar  a  la  luz  de  las  anteriores  consideraciones  incluyendo un  artículo 

específico para definir conceptos esenciales y armonizar la terminología utilizada a lo 

largo del texto. Este ajuste contribuiría a una interpretación más clara y uniforme de 

la  norma,  lo  que  beneficiaría tanto  a  los  agentes  empresariales,  quienes podrían 

prever  mejor sus  obligaciones,  como de  las  víctimas  de  las  violaciones,  quienes 

contarían con unas garantías más robustas para tener acceso a la reparación y a la 

justicia, de modo que no habría lugar para lagunas en la interpretación que pudieran 

utilizarse en su contra.

3.2. Diferenciación de  las  obligaciones  de  las  empresas  en  función  de  su 

tamaño y del sector al que están incorporadas

El PL n.º 572/2022, tal y como se ha visto, establece un conjunto de 

obligaciones  para  las  empresas  en  lo  atinente a  la  protección  y  el  respeto  a  los 

derechos humanos. No obstante, otro de los  apartados de su texto que se puede 

mejorar es el de la diferenciación de las obligaciones empresariales  en función del 

tamaño de la empresa y del sector al que están incorporadas.
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La adopción de un modelo con más criterios de calibración, en el que se 

tengan en  consideración  el  nivel de  riesgo  de  las  actividades  empresariales  y  la 

capacidad estructural de cada empresa para cumplir los deberes que se le imponen, 

puede contribuir a una regulación más equilibrada y eficaz.

El texto  del  PL  ya  hace una  distinción  parcial  al  dispensar  a las 

microempresas  y  a  las  pequeñas  empresas  (MPE)  de  la  obligación  de  elaborar 

informes periódicos, en conformidad a como se dispone en el artículo 12, § 4.º65. 

Ahora bien,  dicha  dispensa no se extiende a las demás obligaciones previstas en la 

norma,  lo que puede  ocasionar diferentes desafíos  a la hora de implementarla. Las 

empresas de pequeño tamaño, que por lo normal operan con unos recursos limitados, 

pueden tener dificultades para cumplir determinados requisitos, especialmente, en lo 

atinente a la debida diligencia en derechos humanos, un proceso que  conlleva un 

análisis continuo de los riesgos, la adopción de medidas preventivas y la rendición de 

cuentas.

La Constitución  Federal,  en  su  artículo  170,  IX66,  ya reconoce  la 

necesidad de  un tratamiento  favorable a  las  empresas  de  pequeño porte,  lo que 

corrobora la pertinencia de un ajuste en el PL para garantizar la proporcionalidad de 

las exigencias que se les imponen a diferentes tipos de empresas. De lo contrario, lo 

que se atisba es la posibilidad de que se genere un escenario de overcompliance que 

puede comprometer la libre competencia en el mercado, algo que resultaría en un 

perjuicio  para  los consumidores  y  los  inversores.  Es necesario  puntualizar  a  este 

respecto  que  el  overcompliance  se  produce cuando  la  imposición  de  obligaciones 

reguladoras excesivas o indiferenciadas lleva a las empresas a adoptar medidas de 

conformidad que  van más allá de lo necesario,  lo  que se  traduce en altos costos 

operacionales  y  dificultades  desproporcionadas  para  determinados  agentes 

65 «Art. 12. Las empresas deberán elaborar un informe de derechos humanos con periodicidad semestral, en el que 
deberá constar: (…)
§ 4.º Las Microempresas y las Empresas de Pequeño Tamaño quedan liberadas de las obligaciones que constan en el  
presente artículo, hasta que una ley específica regule la forma, el contenido y la periodicidad diferenciados para dichas  
empresas.».
66 «Art. 170. El orden económico, basado en la valoración del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por fin 
asegurar a todos una existencia digna, de acuerdo con los preceptos de la justicia social, para lo que se observarán los  
siguientes principios: (…)
IX - el tratamiento favorable a las empresas de pequeño porte constituidas bajo las leyes brasileñas y que tengan su sede  
y administración en el País.».
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económicos.

El texto actual del PL n.º 572/2022 prevé bastantes obligaciones para 

todas las empresas, aunque  no establece distinciones proporcionales entre las que 

cuentan con una gran capacidad económica y operacional y las de menor tamaño. A 

pesar  de que,  como  ya  se  ha  mencionado,  el  artículo  12,  §  4.º67 ya  prevé una 

exención específica para las micro y pequeñas empresas en lo relativo a la obligación 

de  elaborar informes periódicos,  los  demás  requisitos  de  la  norma  se  aplican 

indistintamente a todas las empresas,  lo que puede generar un escenario en el que 

recaiga una carga excesiva sobre los pequeños negocios sin que estos tengan que 

presentar  necesariamente  unos  riesgos  significativos  en  materia  de  derechos 

humanos.

La libre competencia, la cual está garantizada por el artículo 170, IV, de 

la Constitución Federal68,  se puede  ver perjudicada  cuando las empresas menores, 

muchas de ellas de naturaleza familiar y con una estructura administrativa limitada, 

son sometidas a las mismas exigencias que las grandes corporaciones que disponen 

de recursos financieros y operacionales para la implementación de medidas complejas 

de debida diligencia y monitoreo. Si esos requisitos no se dimensionan en función del 

tamaño de  la  actividad  empresarial,  las  grandes  empresas  podrán  consolidar  su 

posición en el mercado, mientras que los pequeños negocios  afrontarán dificultades 

para mantener su competitividad, por lo que se verían forzados a trasladar los costos 

al consumidor o incluso a finalizar sus operaciones.

Las empresas de gran tamaño, a causa de sus operaciones a gran escala, 

sus complejas cadenas de suministro y su gran capacidad de impacto socioambiental, 

suelen estar relacionadas con más frecuencia a violaciones de derechos humanos. De 

este modo, un escenario de  overcompliance,  en el  que las exigencias reguladoras 

impongan cargas excesivas de manera indiscriminada, puede  provocar unos efectos 

67 «Art. 12. Las empresas deberán elaborar un informe de derechos humanos con periodicidad semestral, en el que  
deberá constar: (…)
§ 4.º Las Microempresas y las Empresas de Pequeño Tamaño quedan liberadas de las obligaciones que constan en el  
presente artículo, hasta que una ley específica regule la forma, el contenido y la periodicidad diferenciados para dichas  
empresas.».
68 «Art. 170. El orden económico, basado en la valoración del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por fin 
asegurar a todos una existencia digna, de acuerdo con los preceptos de la justicia social, para lo que se observarán los  
siguientes principios: (…)
IV – la libre competencia;».
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adversos que, a medio y largo plazo, resulten en  un aumento de las violaciones de 

derechos humanos —en vez de reducirlas, tal y como se pretende—.

Además de la diferenciación  dependiendo del  tamaño, es recomendable 

que el PL también establezca distinciones en función del nivel de riesgo asociado a las 

actividades  empresariales.  Ciertos  sectores  que  tradicionalmente  están  más 

vinculados a impactos severos  en los derechos humanos y en el medio ambiente, 

como el minero, el del petróleo y el gas, el de las grandes obras de infraestructura, el 

agropecuario y agroindustrial y el textil,  tienen unas características que  exigen un 

monitoreo más riguroso y unos requisitos específicos de conformidad.  Esto es así a 

causa de que esas actividades  presentan más  antecedentes de violaciones, como la 

precarización de las  condiciones laborales, daños ambientales significativos o el 

desplazamiento forzoso de comunidades.

La adopción de una lista oficial de sectores de alto riesgo, que se elabore 

a partir de criterios objetivos, podría contribuir a que la fiscalización fuese más eficaz 

y  estuviese mejor enfocada, lo que  garantizaría que las actividades con un mayor 

potencial  de  generar  impactos  fuesen sometidas  a  un  control  más  riguroso.  La 

regulación podría incluir ciertas exigencias como una frecuencia  específica para las 

auditorías,  la  publicación  periódica  de  informes  detallados  o  la implementación 

obligatoria de mecanismos preventivos más robustos.

Asimismo,  esa diferenciación  reguladora  podría  considerar  la 

interconexión de las cadenas productivas, lo que evitaría que empresas de sectores de 

menor riesgo se vean vinculadas indirectamente a prácticas abusivas sin  que haya 

una debida supervisión. Por ejemplo, puede que el sector de la confección no presente 

unos riesgos ambientales elevados, aunque su cadena de suministro frecuentemente 

conlleva condiciones laborales degradantes y tercerizaciones precarias, lo que justifica 

un control más rígido.

En resumen, las posibles medidas de mejora del PL n.º 572/2022 pueden 

incluir un retoque de las obligaciones empresariales con la introducción de criterios 

objetivos para la aplicación de las normas en función tanto del tamaño de la empresa 

como del riesgo inherente del sector en el que actúa.

Esta optimización podría fortalecer todavía más la seguridad jurídica, de 

modo  que  haya garantía de  que  la  ley no  les  impone a  las  pequeñas  empresas 
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obligaciones desproporcionadas, a un tiempo que los sectores de mayor impacto están 

sometidos a un control más robusto. Los ajustes en este sentido tienen la capacidad 

de hacer que la regulación sea más realista y viable, lo que promovería el equilibrio 

entre  la  protección  de  los  derechos  humanos  y  la  viabilidad  económica  de  los 

diferentes tipos de negocios.

4. Consideraciones finales

El PL n.º 572/2022 representa un paso esencial para la consolidación de 

un marco normativo vinculante sobre derechos humanos y empresas en Brasil,  al 

establecer un nuevo nivel de responsabilización empresarial y superar la ineficacia de 

los mecanismos voluntarios que no se mostraron suficientes para prevenir y reparar 

las  violaciones.  La  propuesta  incorpora sustanciales  avances  dado  que somete al 

sector empresarial a obligaciones concretas, lo que hace que las empresas no puedan 

eludir su deber de respetar, proteger y reparar los impactos adversos en los derechos 

humanos,  independientemente  del  sector  en  el  que actúen o  de  que  estén 

incorporadas  a cadenas  productivas  complejas.  Al fortalecer  los  mecanismos  de 

prevención  y  de reparación,  el  PL  no solo  pretende responsabilizar  a  los  agentes 

económicos  por  los  daños  causados,  sino  que también  estructura  un  modelo  de 

gobernanza corporativa que evita la reincidencia de las violaciones y promueve un 

entorno más justo y sustentable para los negocios .

La necesidad de enfrentar la impunidad corporativa y de promover un 

modelo de desarrollo que armonice el  crecimiento económico con el respeto a los 

derechos  fundamentales  hace  que  sea  esencial  una  rauda  tramitación  del  PL  n.º 

572/2022. La falta de una legislación robusta supone un vacío normativo que facilita 

que las empresas puedan operar sin unas claras directrices de debida diligencia, lo 

que  favorece  la  perpetuación  de  prácticas  abusivas  ocasionales,  como  las  del 

sometimiento a una situación análoga a la esclavitud, los impactos socioambientales 

irreversibles  y  el  menosprecio de  las comunidades  tradicionales  y  de  los  pueblos 

indígenas.

Al  establecer  reglas  objetivas  de  responsabilidad  empresarial,  el 

proyecto, crea un marco regulador seguro tanto para las empresas, las cuales podrían 
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prever  mejor sus  operaciones,  como  para  las  comunidades  afectadas,  quienes 

contarían con unos instrumentos más eficaces para tener acceso a la justicia y para 

una reparación total.

En  este escenario,  es imprescindible que  el  Congreso  Nacional  dé 

prioridad  a la  tramitación  del  PL,  como  una  medida esencial  para  garantizar la 

seguridad jurídica, la equidad y el  respeto a los derechos humanos en el  entorno 

empresarial.

Asimismo,  se  ha  de  resaltar  que,  aparte de  consolidar  un  avance 

normativo interno, la aprobación del PL n.º 572/2022 situará a Brasil en una posición 

destacada en el escenario global, pues reafirmaría su compromiso con la protección de 

los derechos humanos y se convertiría en una referencia internacional en la regulación 

de la actuación empresarial. La creación de una legislación robusta e innovadora que 

incorpore principios de debida diligencia, de responsabilidad en la cadena productiva y 

de  reparación  integral  haría  que  el  país  esté  más  cerca  de  incorporarse  a las 

discusiones más avanzadas sobre el tema, lo que elevaría su protagonismo en las 

relaciones internacionales y en las negociaciones sobre el Tratado Vinculante de la 

ONU sobre Empresas y Derechos Humanos.

Por último, hay que destacar que los posicionamientos que se adoptan en 

esta Nota Técnica reflejan la experiencia acumulada por el Grupo de Trabajo Derechos 

Humanos y Empresas de  la  Fiscalía Federal de los Derechos de los Ciudadanos 

(PFDC), del Ministerio Público Federal, la cual está participando activamente en este 

debate  público  desde el  año 2016 y  viene actuando de forma incansable para  la 

construcción de estrategias institucionales para el enfrentamiento de las violaciones de 

derechos humanos en el contexto empresarial.

Asimismo,  el  contenido  de  la  presente  Nota  Técnica  se  ha  visto 

enriquecido por las valiosas aportaciones obtenidas en la audiencia pública celebrada 

por la Fiscalía Federal de los Derechos de los Ciudadanos el día 28 de agosto de 

2024, en la que reunió a representantes de la  Universidad, de organizaciones de la 

sociedad civil, de movimientos sociales, del sector privado y del poder público para 

debatir sobre la creación de un marco normativo nacional sobre derechos humanos y 

empresas.

Para  finalizar,  la  diversidad de  las  perspectivas  y  las  contribuciones 
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obtenidas  en  ese  proceso,  las  cuales  se reflejan en  la  presente  Nota  Técnica, 

corrobora la importancia y la urgencia de que se apruebe el PL n.º 572/2022, así como 

de  la  consiguiente consolidación de un modelo de regulación  enfocado  en la 

construcción  de  un  entorno empresarial  más  ético,  sustentable y  adecuado a  las 

expectativas de la sociedad contemporánea.

Brasilia/Distrito Federal, 7 de marzo de 2025

NICOLAO DINO
Fiscal General Adjunto de la República

Fiscal Federal de los Derechos de los Ciudadanos

THALES CAVALCANTI COELHO
Fiscal de la República

Coordinador del Grupo de Trabajo Derechos Humanos y Empresas de la Fiscalía 
Federal de los Derechos de los Ciudadanos
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